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	 PREFACIO

En esta publicación entregamos al lector cuatro artículos, en el mismo 
orden cronológico con el que aparecieron (2005-2009), relativos 
a “Estado plurinacional y autonomías indígenas” en el marco de la 
participación institucional de CENDA dentro de las deliberaciones 
que tuvieron lugar en las organizaciones originarias indígenas y 
campesinas. El primero sintetiza una propuesta para establecer la 
figura jurídica de autonomías indígenas en el marco de un Estado 
plurinacional que intenta sintetizar distintas alternativas surgidas 
de las organizaciones campesinas e indígenas y que fue discutida 
en diversos escenarios, tanto locales como nacionales. Este primer 
artículo fue presentado en septiembre de 2005 en el Encuentro 
Social realizado en Camiri.

El segundo artículo “Bolivia: grandes oportunidades, grandes 
peligros” fue elaborado inmediatamente aprobado el proyecto de 
la nueva Constitución por la Asamblea Constituyente en diciembre 
de 2007. Este artículo insiste en las grandes oportunidades que 
se abren con dicho proyecto, pese a todas las contradicciones 
presentes no solo en el contenido mismo, sino sobre todo en el 
gobierno del MAS.

El tercer artículo “Las paradojas del proceso constituyente boliviano” 
hace un balance de la situación una vez que el gobierno del MAS 
procede a una negociación del texto aprobado por la Asamblea 
Constituyente y presenta un texto con profundas modificaciones 
ante el Parlamento (aunque el Parlamento no tiene ninguna 
autoridad legal para revisar lo actuado por la Constituyente). Estas 
modificaciones ya presentan una situación de hecho que altera 
el balance de fuerzas y que, a criterio de Regalsky, posibilitan 
el desmantelamiento de importantes conquistas sociales que se 
habían aprobado en la Asamblea Constituyente. Los tres artículos 
permiten seguir la evolución de los procesos políticos y sociales tan 
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paradójicos del presente que derivan en el retroceso actual de 
los movimientos indígenas. Habiéndose constituído en hegemónicos 
en el período 2000 a 2005, luego del ascenso de Evo Morales a 
la presidencia ceden esa hegemonía y se convierten en minoría 
política, subordinándose a la estrategia del gobierno de Evo 
Morales de constituirse en árbitro entre los distintos sectores en 
Bolivia. 

El artículo que cierra estas reflexiones es la exposición realizada 
por el autor en el Seminario Autonomías Plurales: Autonomías 
Indígenas desarrollado en octubre de 2009, en el marco de los 
eventos paralelos de la Vigésimo Tercera Asamblea del Consejo 
Latinoamericano de Ciencias Sociales, CLACSO. Se trata de un 
abordaje de las autonomías indígenas desde la perspectiva de 
la soberanía, la declinación del Estado-nación y los derechos 
colectivos. 

Los cuatro artículos aquí presentados fueron escritos por Pablo 
Regalsky como resultado de los procesos de discusión y elaboración 
colectiva en CENDA, a lo largo de los últimos años.
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Aportes para tratar el tema territorios indígenas originarios 
campesinos y democracia municipal: ordenamiento territorial 
para el acceso y control social sobre los recursos naturales

Reordenamiento territorial y soberanía popular hacia un Estado 
plurinacional

Camiri, septiembre 2005.

Esta propuesta se refiere a la reorganización territorial del Estado, 
en los niveles inferiores de la administración estatal, es decir, en 
lo que toca a la organización de los municipios y otras entidades 
territoriales hasta el nivel departamental. Este es el ámbito donde 
residirían los fundamentos de una parcial recuperación de soberanía 
por los pueblos y a la vez permitiría sentar bases para un Estado 
plurinacional. En este análisis también se incluyen propuestas para 
los espacios urbanos pluriétnicos.

Una idea central de esta propuesta es la Autonomía Indígena, la 
cual se basa en la devolución de soberanía a los pueblos originarios, 
idea que también se le propone a la población trabajadora en 
general. Consideramos que en este asunto se fusionan o articulan 
clase y etnicidad. Un objetivo concreto de esta propuesta es ponerle 
obstáculos a la ofensiva “autonomista” de la oligarquía cruceña 
aliada a las multinacionales e impedir su concreción. La idea es que 
la Constituyente establezca un terreno desde el cual los pueblos y 
los trabajadores puedan combatir la ofensiva colonialista. En esta 
propuesta no se discute el tema de la transformación del Estado en 
su conjunto, no hablamos de las instituciones nacionales: el poder 
judicial, legislativo, ejecutivo, las fuerzas armadas ni la iglesia. 
No se plantea tampoco la transformación integral del sistema de 
propiedad en su conjunto. 

La premisa inicial parte de la idea de que el actual Estado-nación 
ha entrado en una bancarrota de la cual no podrá recuperarse 
y la presente propuesta permite transformar importantes bases 
jurídicas y políticas del Estado.
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La segunda idea central es que la Autonomía Indígena va 
íntimamente asociada y no se puede separar del tema de las formas 
de propiedad y el control de los recursos productivos, en particular 
del suelo y el agua, pero también de otros recursos renovables 
y no renovables. Si bien en el terreno de la negociación de los 
instrumentos jurídicos, quizás sea necesario tomar ambos aspectos 
como áreas separadas de la legislación, es necesario entender su 
íntimo relacionamiento.

El derecho a la diferencia

Un Estado plurinacional es una forma de Estado que admite la 
existencia de territorios en su interior cuya población se reconoce 
como perteneciente a diferentes nacionalidades y define 
autónomamente la normativa, la legalidad, la forma de vida y la 
autoridad que la rigen, generalmente como formas de gobierno 
indirecto en el marco de un sistema de autoridad jerarquizado, un 
solo Estado. Los estados plurinacionales han sido la norma desde el 
siglo XIX y culminan poco después de la Primera Guerra Mundial, 
en la que aparece el programa wilsoniano “una nación, un Estado” 
para contrarrestar las luchas por la autodeterminación nacional. 

La novedad consistiría entonces en que lo plurinacional se 
establezca como parte de un programa democrático popular de 
autogobierno, en el que las poblaciones logran el control sobre 
sus recursos naturales, el control de su espacio de vida con el 
fin garantizar su derecho a la sobrevivencia en su lucha contra 
el control monopólico de las multinacionales. Los estados nación, 
que en un momento histórico fueron caminos de emancipación 
nacional, en el momento presente, en el marco de la globalización, 
de los acuerdos de libre comercio y de tratados bilaterales de 
garantías a la inversión, estos mismos estados nación se han vuelto 
la herramienta por medio de la cual esas MN’s se aseguran el 
control absoluto sobre los recursos del planeta. El Estado-nación es 
un obstáculo para los pueblos indígenas y los trabajadores. 
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No es casual que las poblaciones más directamente afectadas, como 
los pueblos indígenas, hicieron de la demanda del reconocimiento al 
territorio propio el eje de sus luchas. Esto implica una doctrina que se 
conoce como pluralismo jurídico, que significa que el ordenamiento 
jurídico estatal acepta que no hay una sola ley uniforme en todo 
el territorio del país, que la ley NO es indiferente ante quien sea 
el sujeto, pues –contrariamente al caso del Estado-nación donde 
todos comparten una sola ciudadanía y la teoría es que todos son 
iguales ante la ley-, en el caso del Estado pluricultural no hay una 
sola ley para todos, sino más bien hay varios sujetos colectivos 
numéricamente importantes que se rigen por sus propias leyes 
distintas de la ley primordial del Estado. En vez de la ciudadanía 
individual se reconocen sujetos colectivos con derechos colectivos 
como las comunidades o los pueblos y las naciones que están por 
encima de los individuos y de los derechos individuales. Hay que 
recordar que toda intervención del imperialismo se hace en nombre 
de los derechos humanos, que son individuales, porque en el fondo 
se trata del derecho a la acumulación privada, a la propiedad 
privada.

El pluralismo jurídico puede derivar, en ultima instancia, en el 
sistema de “consociación” que significa que hay un Estado refundado 
sobre la base de poblaciones (pueblos) originarios que deben 
expresar su acuerdo en cada cuestión importante, pues conservan 
el derecho a veto sobre las decisiones que afecten sus derechos 
como colectividad. Aparecen, por tanto, los derechos colectivos que 
pueden llegar a tener primacía sobre los derechos del individuo, 
que fueron la premisa de los estados liberales establecidos para 
garantizar la libertad del capital para comerciar. 

Uno de los fundamentos político-jurídicos en que se basa esta 
organización plurinacional es que determinadas poblaciones 
no se reconocen como pertenecientes a una sola nación o, más 
precisamente, no se reconocen como pertenecientes ni subordinadas 
a la nación hegemónica o dominante en el Estado. Esa población 
que se reclama diferente podría en algún caso no necesariamente 
estar definida territorialmente, sino por fronteras culturales, que 
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atraviesan transversalmente todos o varios territorios del país, 
ya que, por ejemplo, existen poblaciones aymaras o quechuas en 
ciudades y en diferentes regiones a las se han trasladado en el 
curso de procesos de migración. 

La propuesta que consideramos aquí, sin embargo, tiene su base 
fundamental en lo territorial, al no considerar la cultura del individuo 
como el elemento definitorio de su pertenencia o adscripción 
nacional, sino que se basa en el concepto de jurisdicción territorial 
y de autoridad a la cual se le considera adscrito, sin rechazar 
la posibilidad a ser estudiada de los casos de auto-adscripción. 
Nuestra propuesta toma también en cuenta en el esquema que se 
propone a los espacios urbanos y la organización democrática en 
municipios, ya sean pluriétnicos o no.

El punto de partida es el caso de las poblaciones indígenas y 
originarias diferenciadas culturalmente que mantienen en la 
actualidad una autodefinición y un cierto control o gestión de los 
territorios en los que habitan y son mayoría, y donde realizan un 
manejo de sus recursos naturales según pautas propias y según 
un modelo de vida diferenciado. Sin embargo, veremos que 
esta propuesta resulta en cierta medida aplicable a los espacios 
urbanos pluriculturales.

La Autonomía Indígena Originaria como escenario para mejorar 
la capacidad para la sobrevivencia de las poblaciones oprimidas

La Constituyente sería un escenario favorable para plantear una 
reforma jurídica que, al menos, plantee mejores condiciones para 
la población nativa y garantice cierta “seguridad jurídica” a la 
población que vive de su propio trabajo y accede a sus propios 
recursos de acuerdo a usos y costumbres, precisamente contra la 
invasión de las empresas multinacionales.

Un Estado plurinacional y el reordenamiento territorial que 
establezca las autonomías indígenas y originarias campesinas 
podría ser un avance en ese sentido. Sin embargo, es preciso 
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entender que no existe garantía jurídica alguna que pueda frenar 
por sí misma la expansión globalizante del capital. Cualquier 
reforma jurídica puede jugar un papel de “doble filo”. Podría 
decirse entonces “Dios y el diablo están en los detalles” no sólo de 
estas reformas que, por si mismas, no representan una verdadera 
liberación. La única garantía reside en un nuevo nivel en la relación 
de fuerzas entre opresores y oprimidos que podría establecerse 
en función de las mismas y en base a la movilización activa. Un 
aspecto clave es el rol que juegan los distintos niveles políticos de 
esa soberanía popular recuperada, en relación al capital y a las 
fracciones sociales que medran de los procesos de acumulación del 
capital en manos privadas. 

Una reorganización política como la que proponemos supone 
también:

1)	 Pluralismo jurídico. Esa forma de organización jurídica 
permite la co-existencia de dos formas de propiedad: una 
que es la propiedad privada sin limitaciones requerida para 
los procesos de acumulación de capital en manos privadas, y 
la otra que es la propiedad colectiva sobre la tierra y otros 
recursos productivos que permite la posesión familiar sobre 
los recursos necesarios para la reproducción de la familia en 
el contexto de necesidades básicas definidas culturalmente. 
Se deberá explicitar en la Constitución que hay una forma 
de propiedad social que no es pública, pero tampoco es 
privada, que es la comunitaria e indígena. Esa forma de 
propiedad genera no solamente derechos sobre las cosas, 
sino derechos (colectivos) sobre los individuos, es decir, que 
la comunidad rige sobre los individuos sobre la base de 
sus normas propias (usos y costumbres) por encima de la 
normativa nacional.

2)	 Etnodesarrollo. Una completa revisión de las políticas de 
desarrollo debería restringir el acceso del capitalismo 
monopólico a los recursos naturales y a la mano de obra 
dentro del país, con una visión basada en el apoyo al pequeño 
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propietario y a las unidades económicas domésticas en una 
propuesta “endógena” que rompa con el esquema de la 
globalización. Esto requiere que la CPE no solo desconozca 
(elimine la posibilidad de) el latifundio, sino que también 
debería desconocer las formas aberrantes de concesión de 
los recursos productivos a los grandes capitales monopólicos 
y a aquellos capitales nacionales que actúan de forma 
depredatoria respecto a los RRNN. Esto está claro en el 
caso del agua, está claro en el caso de la tierra y deberá 
estarlo también en el caso de los recursos de biodiversidad, 
y forestales.

Entidades territoriales indígenas originarias campesinas

La propuesta que hacemos plantea la organización y el 
reconocimiento legal de entidades territoriales originarias o 
indígenas campesinas, es decir rurales, a la vez que también 
plantea la extensión de los principios de esta reforma a la 
población urbana. Lo hace apelando al principio de “devolución de 
soberanía”. Este es el principio fundamental en que se asienta toda 



9

la propuesta, más allá del reconocimiento a la diferencia cultural 
que sería entonces un principio importante pero, sin embargo, 
subordinado al primero. Debe ir junto a otro principio fundamental, 
cuya valoración requiere de mucha ponderación, el de la unidad 
de los pueblos oprimidos. La unidad del pueblo oprimido puede 
verse afectada por presiones localistas “de abajo”, que buscan 
sacar ventajas locales. El principio de devolución de soberanía no 
podría darse con una fragmentación social, con un localismo tal 
que haga inviable el objetivo mismo de esta propuesta.

La personería que formalmente les fue reconocida a las OTBs por 
la Ley de Participación Popular, significó que, a cambio, el Estado, 
su sistema político de intermediación y dominación, extienda su 
jurisdicción dentro del espacio rural de las comunidades campesinas, 
indígenas y originarias. En realidad el mismo acto de reconocimiento 
de la personería jurídica constituyó un acto de expropiación, de 
desconocimiento de las facultades jurisdiccionales que ejercía de 
hecho cada comunidad sobre su pedazo de territorio rural. Los 
ayllus reclaman que la ley atenta directamente contra el esfuerzo 
de reconstitución de sus entidades originarias.

Ese acto imperfecto e injusto estipulado por la Ley 1551 debe 
repararse. El reconocimiento de la personalidad jurídica de las 
comunidades campesinas, indígenas y originarias debe suponer 
la validación de sus competencias tal como las venía ejerciendo 
de hecho desde la ruptura del Pacto Militar campesino en 1979. 
La autoridad comunitaria debe ser reconocida en todas sus 
competencias. Deben asumirse los diversos niveles de territorialidad 
que ha sabido construir la comunidad. 

Desde 1979 se ha venido construyendo un tejido de comunidades, 
subcentrales, centrales y federaciones que ocupa territorios 
continuos, a veces coincidiendo con delimitaciones político 
administrativas del Estado y otras veces no. En algunos pocos casos, 
la distritación demarcada desde 1996 ha sabido reconocer esa 
realidad de las comunidades y sus fronteras, pero en la mayoría de 
los casos de demarcación distrital o municipal no se han respetado 
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los límites propios socio culturales. Se ha fragmentado y dividido a 
pueblos originarios e indígenas. Además se ha impuesto el sistema 
de representación a través del monopolio de los partidos políticos 
o agrupaciones ciudadanas que actualmente viene a ser lo mismo, 
ya que están sujetos a una normativa y control ejercido desde el 
Estado.

Cómo se plantea la reorganización territorial a partir de la 
próxima Constituyente

La Asamblea Constituyente dejará abierto el espacio jurídico 
necesario para el desarrollo de este proceso social y político 
especificando que todo pueblo originario, indígena campesino con 
personería jurídica tiene el derecho a manejar su propio territorio y 
a reconstituirlo allí donde haya sido desarticulado, reconociéndole 
las competencias necesarias a sus propias autoridades, bajo la 
condición de que una mayoría de la población exprese su acuerdo 
con ello. No importa que ese territorio sea continuo o sea discontinuo, 
no importa que una parte de la población viva alejada de la otra, 
se debe reconocer como una unidad territorial y política, en base 
a la voluntad expresada por las bases.

Una vez expresada la voluntad de una población determinada en 
el sentido de organizarse en función de sus propias demarcaciones 
y dentro de las normativas socio- culturales propias, procede 
la estructuración en niveles escalonados el territorio en la o las 
regiones una vez que así se hayan expresado en un referéndum 
local o regional. Esas consultas se harán a simple solicitud ante la 
Corte Electoral en base a un número de firmas determinado.

La reorganización territorial escalonada se inicia en base a las 
decisiones que se toman desde el nivel más básico. Es decir: no se 
puede reestructurar el territorio a partir de un diseño elaborado en 
esferas superiores estatales, sean éstas la Asamblea Constituyente, 
el poder ejecutivo o cualquier otra instancia estatal. El territorio 
se reestructura solamente a partir de una toma de decisiones 
democráticas y de una manera concertada entre los diferentes 
actores sociales, no dejando espacio para que continúen las 
arbitrariedades tecnocráticas.
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El distrito indígena o campesino-originario viene a ser el escalón 
básico. El distrito equivale en población y tamaño al distrito actual, 
pero puede organizarse sobre bases diferentes a la distritación 
vigente en la actualidad, que no responde en la mayoría de 
los casos a criterios expresados por la población sino a criterios 
tecnocráticos o a intereses de élites locales o regionales. El distrito 
supone  aproximadamente un cantón o una subcentral campesina 
originaria o indígena que forman parte de una sección municipal 
o de una central campesina originaria o indígena. En las regiones 
donde la población originaria o indígena haya conservado sus 
formas distintivas de autoridad, ayllu, cabildo u otras, puede 
solicitar que estas sean reconocidas, si es que a esa población le 
parece conveniente que dichas formas queden incorporadas como 
parte del Estado.

El Municipio Indígena originario campesino es el escalón intermedio 
(en ciertos casos el ayllu mayor es el equivalente y podría ser 
reconocido así si la población lo considera conveniente). Varios 
distritos pueden decidir, de común acuerdo, organizarse como 
Municipio Indígena, ya sean parte de una o de más provincias. Es 
decir, si un pueblo originario campesino o indígena se reconoce con 
una identidad territorial común puede reclamarse como distrito o 
como Municipio Indígena aunque forme parte de una o de más 
secciones o provincias. La provincia deja de ser una entidad 
fundamental o simplemente deja de existir, cuando se sobrepone 
a distritos o municipios indígenas. En general, la transformación 
territorial implica que la actual delimitación territorial político 
administrativa sufre grandes cambios. Si no se aceptara ese 
principio, no tendría sentido un reordenamiento territorial en base 
a los criterios del respeto a la identidad y la autodeterminación.

El “territorio indígena” o Entidad Territorial Indígena u Originaria 
Campesina sería el tercer escalón en ese ordenamiento. Es la 
unión de tres o más municipios indígenas que pertenecen a uno o 
más provincias. Inclusive puede formarse una Entidad Territorial 
Indígena que pertenezca a más de un departamento y no excluye la 
posibilidad de entidades sobre territorios discontínuos. En la práctica 
equivale a lo que actualmente se conoce como un departamento pero 
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guarda los mismos principios de reconocimiento a las normativas 
propias de los pueblos indígenas y originarios campesinos para el 
nombramiento de sus autoridades y la resolución de sus objetivos 
de etnodesarrollo. Los límites departamentales no pueden ser un 
obstáculo para que se organice un pueblo indígena u originario 
que está asentado en un territorio cuyos límites atraviesen varios 
departamentos actuales. Finalmente, existiría un nivel de Federación 
Territorial Indígena u Originaria, basado en la federación de las 
entidades territoriales indígenas u originarias cuya jurisdicción 
puede encontrarse incluida en un departamento actual o puede 
ser parte y atravesar varios departamentos en su configuración 
actual. Los límites departamentales actuales, insistimos, no podrán 
ser un obstáculo para organizar una Federación Territorial 
Indígena u Originaria Campesina cuya extensión  atraviese varios 
departamentos actuales. En ese caso, dicha Federación, una 
vez organizada, deja de ser parte de la jurisdicción de dichos 
departamentos y adquiere autonomía propia. 

Lo propio sucede con todos y cada uno de los escalones que hemos 
mencionado, partiendo desde el Distrito Indígena u Originario 
Campesino, pasando por la Entidad Territorial Indígena Originaria 
(ETIO), hasta llegar a la Federación Territorial Indígena que es 
la conjunción de varias entidades territoriales. El distrito tiene la 
facultad de manejar la parte de los recursos que le corresponde 
en forma autónoma y en base a los criterios y a las normas que 
se establezcan basadas en sus usos y costumbres, para lo cual no 
requiere la aprobación de parte del municipio correspondiente, 
pero sin embargo el distrito debe seguir coordinando su accionar 
y sus planes con el Concejo Municipal. Una vez que dos o más 
distritos deciden unirse en Municipio Indígena, tienen la facultad 
de establecer su reglamentación interna en base a los principios 
de los usos y costumbres vigentes. Las organizaciones matrices de 
pueblos originarios e indígenas deberán establecer los organismos 
de supervisión de dichos procesos, a fin de evitar que se origine 
una fragmentación de las actuales organizaciones indígenas y 
campesinas originarias. Si bien el principio de devolución de 
soberanía no permite que dichas instancias de supervisión desechen 
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a priori las peticiones, en cambio podrían exigir la realización de 
consultas y procesos de discusión en profundidad en las regiones 
afectadas, durante un tiempo prudencial que permita que este 
proceso no se realice en forma descontrolada ni excesivamente 
apresurada.

Por supuesto eso significa la redefinición de los municipios, 
provincias y departamentos tal como los conocemos actualmente y 
ese proceso puede llevar un tiempo más o menos prolongado. Lo 
que se requiere de inmediato es abrir la puerta para que se inicie 
el proceso de consultas y de organización desde las comunidades 
de base para conciliar esa reestructuración territorial. En ningún 
caso la reconfiguración territorial puede ser un diseño salido del 
escritorio de algún sabiondo o de un grupo de representantes o 
burócratas. Tiene que ser resultado reflexivo y deliberativo de las 
propias comunidades en la medida que expresen su voluntad en 
tal sentido. 

Control social y revocabilidad

De allí la importancia de los controles sociales directos y la 
revocabilidad de toda autoridad del Estado, sea tradicional 
originaria indígena o no. La organización del Estado deberá 
responder a la organización de la sociedad y, por lo tanto, deberá 
rendir cuentas, en primer lugar, a la asamblea o congreso de los 
pobladores organizados del territorio donde ejerce su mandato. 
Dichas asambleas o congresos del conjunto de la población de 
dicho territorio tendrán la atribución de censurar en una primera 
instancia a la autoridad estatal establecida y en caso que ésta no 
haga caso, su mandato será revocado por medio de un mecanismo 
de consulta debidamente reglamentado acorde a los usos y 
costumbres (de manera que se garantice el derecho a la defensa) 
pero que será ejecutado de forma directa por los mecanismos 
sociales de control y no tendrá que pasar por los niveles más 
altos de la administración estatal para ejecutarse y así finalizar 
el mandato de cualquier autoridad cuestionada. Este mecanismo 
regirá desde las autoridades distritales hasta las autoridades 
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departamentales, sean parte del poder ejecutivo o de los poderes 
legislativo o judicial. El poder judicial se organizará entonces de 
acuerdo a las nociones de pluralismo jurídico, reconociendo el 
derecho de las comunidades a aplicar su propia normativa en los 
procedimientos de justicia.

Finalmente, y no es lo menos importante como parte de la devolución 
de soberanía, se deben reconocer los derechos de exclusividad 
de las poblaciones originarias al uso y manejo de sus recursos 
naturales renovables, desde el agua hasta la biodiversidad. En 
cuanto a los recursos del subsuelo, las comunidades originarias, 
dentro de procedimientos que deberán respetar tiempos y 
procesos de consulta consistentes, podrán ejercer poder de veto 
sobre cualquier decisión administrativa que de lugar a concesiones 
o explotación de recursos tales como los mineros o petroleros, 
siempre que estén debidamente justificadas las objeciones a tal 
concesión o explotación. Ese derecho de veto es una característica 
propia del sistema político denominado “consociación” y que ya 
viene aplicándose en varios estados que reconocen el principio 
plurinacional, entre los que se cuentan Noruega, Canadá y Bélgica.

Re-territorializar lo urbano. El camino que señala El Alto

Este esquema básico que se puede discutir para la re-
territorialización, que reconozca y ampare los derechos de la 
población indígena, campesino-originaria del país, devolviendo su 
soberanía a las comunidades de origen, tendrá necesariamente su 
réplica en el ámbito urbano, suburbano, criollo o mestizo. 

El principio de restitución de la soberanía es aplicable en 
las ciudades sea cual sea su carácter étnico o su identidad. La 
demostración es el caso del Alto, con sus asambleas populares 
que tomaron la conducción del territorio urbano durante varias 
semanas. Para institucionalizar esos mecanismos de poder local en 
la Constituyente, se establecerán mecanismos de representación 
amplios, en lugar de los actuales concejos departamentales o 
concejos municipales, algo así como las asambleas de representantes 
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de los distritos tal como ocurrió en El Alto. Esos representantes 
deberán ser de las circunscripciones comunitarias al interior del 
barrio, distrito o suburbio, donde las asambleas de pobladores 
serán un mecanismo reconocido de ejercicio del control y canal de 
información, con atribuciones claras de ejercicio de sus atribuciones 
llegándose también al mecanismo de revocatoria de mandatos a 
todos los representantes en todos los niveles. Este mismo sistema 
es generalizable a los barrios, suburbios, distritos, secciones y 
provincias.

Acorde al principio de restitución de la soberanía al soberano, es 
decir al pueblo, regirá el principio de revocatoria de la autoridad o 
representación delegada. Para esto se establecerá el referéndum 
revocatorio para todo nivel de autoridad. Eso implica no sólo a las 
autoridades civiles, sino que en adelante también estarán sujetas a 
dicho control los organismos policiales y militares.

Bajo este principio de devolución de soberanía al pueblo, procede 
la devolución de sus facultades y competencias al ámbito municipal, 
de las que fue despojado a través del sistema regulatorio de las 
superintendencias, procediendo a la eliminación de éstas. Esto se 
refiere tanto al tema de los servicios, como es el agua y transporte 
como, eventualmente, a otros como el de la seguridad.

En la práctica, una vez que se devuelve la soberanía al pueblo, 
desaparecerían muchas de las diferencias actuales entre municipio 
indígena y municipio “normal”, dado que el control social directo 
sobre las instituciones de gobierno local darían lugar a la 
implementación de los “usos y costumbres” tanto en el campo como 
en la ciudad, eliminando parcialmente la burocratización de las 
instituciones.

La devolución de soberanía a las poblaciones urbanas y rurales 
a ser discutida de manera pacífica y ordenada en la Asamblea 
Constituyente, es una solución viable inmediata. 

Una devolución de soberanía a los pueblos que sea consistente 
deberá no solo hacer valer el derecho de la población urbana 
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a revocar el mandato de sus autoridades municipales, también 
deberá proveer los mecanismos para que se puedan plebiscitar los 
mandatos de cualquier otro nivel de autoridad, sea civil, judicial, 
policial o militar con el antecedente que ha fijado la constitución 
venezolana al respecto. Lo mismo puede decirse respecto a 
cualquier ley, decreto, resolución u ordenanza que pongan en vigor 
autoridades civiles, así como la revisión de cualquier sentencia 
“de última instancia” que dañe los intereses populares, deberá 
poder ser revisada una vez cumplidos ciertos requisitos como ser 
la demostración fehaciente de un cierto respaldo a la solicitud de 
revisión o de revocatoria, como también a cualquier solicitud de 
veto a leyes o resoluciones administrativas, que entraría en efecto 
de manera inmediata una vez demostrado el respaldo de cierto 
número de firmas a dichas iniciativas ciudadanas.

Se plantea un Estado plurinacional. Ello quiere decir que las 
comunidades indígenas que se agrupan en unidades geográficas 
de determinada importancia (por ejemplo, por encima de los 
200.000 habitantes o cuya extensión geográfica sobrepasa los 
15.000 km2) establecen relación directa con el Estado central 
y con las demás entidades territoriales equivalentes. Para dicho 
ordenamiento territorial se propone:

1.	 Las unidades departamentales son unidades provisionales 
hasta tanto se reorganiza el territorio nacional. Su autonomía 
se refiere exclusivamente a la elección del Prefecto. Sus 
competencias se relacionan con el mantenimiento de los 
servicios que presta el Estado a la población, hasta que los 
mismos sean asumidos por las nuevas entidades autónomas, 
y el cumplimiento de las funciones gubernamentales que le 
delegue el poder ejecutivo en el período de transición. No 
puede administrar recursos que son de dominio nacional ni 
recoger impuestos que no sean autorizados por el gobierno 
central. Administra las regalías departamentales y otros 
recursos que son de dominio departamental (ingresos 
propios).
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2.	 Se crea la figura de las Entidades Territoriales Indígenas 
Originarias Autónomas (ETIO) con categoría de 
departamento. 

3.	 Se crea la figura de las Entidades Territoriales 
Pluriculturales Autónomas (ETP) con categoría de 
departamento.

4.	 Se crean los municipios indígenas.

Son ETIO aquellas entidades en cuyo territorio existe una mayoría 
censal que expresó su auto adscripción a una identidad indígena u 
originaria en el último censo de 2001, donde existe una identidad 
indígena u originaria que es ampliamente mayoritaria y que (luego 
de esta reforma) establecerán por decisión de un porcentaje XX 
de la población que desean adherirse al régimen de entidades 
indígenas originarias. Las ETIO se conforman sobre la base de dos 
o más municipios con territorio continuo. Pueden adherir a las ETIO, 
una vez conformadas, otros municipios indígenas aún cuando su 
territorio sea discontinuo.

Son ETP todas aquellas entidades territoriales cuya población es 
pluricultural, y/o que no ha expresado su voluntad de adherirse a 
una ETIO y/o que la ha expresado en el sentido de no adherirse.

Las ETIO deberán evidenciar que tienen un sistema de autoridad 
propio –distinto del sistema estatal hasta ahora vigente- y que es 
generalmente aceptado por el conjunto de la población, y que las 
comunidades que lo conforman disponen de un conjunto de normas, 
usos y costumbres, transmitido oralmente y dispone de evidencias 
que le permiten demostrar que dicho sistema ha funcionado 
durante un tiempo prolongado y que le permite desarrollar un 
buen gobierno. Las ETIO establecerán un sistema de autoridades 
administrativas que administrarán los recursos financieros y de otro 
tipo que son de origen o propiedad estatal y dicho sistema de 
autoridades administrativas estará preferentemente separado del 
sistema de autoridades tradicionales, que serán las encargadas de 
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vigilar el funcionamiento de dichas autoridades administrativas. El 
sistema de autoridades administrativas podrá elegirse de acuerdo 
a usos y costumbres, la reglamentación respectiva será establecida 
respetando dicha normativa y será aprobada de común acuerdo 
con el Estado central. 

Las ETIO podrán albergar en su seno diferentes formas de 
propiedad, tierras comunitarias de origen, tierras comunitarias, 
pequeña propiedad y propiedad mediana. Dichas formas de 
propiedad serán respetadas pero deberá ajustarse a las normas 
que establece la ETIO para su aprovechamiento. La función 
económica social será definida de acuerdo a los usos y costumbres. 
La venta y compra de la tierra estará reglamentada por la ETIO 
de forma acorde a estos usos. Toda actividad productiva deberá 
respetar los usos y costumbres. Cualquier violación al respecto 
será resuelta por las autoridades que la ETIO designe al efecto. 
Los recursos hidrocarburíferos son propiedad exclusiva del Estado. 
La forma de explotación de dichos recursos deberá respetar 
las normativas ambientales y laborales de las ETIO y cualquier 
violación será resuelta por la autoridad de la ETIO en primera 
instancia y por un tribunal arbitral conjunto y paritario del Estado 
nacional y la ETIO en segunda instancia.

¿Cuál es la última instancia?

Los delitos comunes serán juzgados por las autoridades 
correspondientes de la ETIO, que dispondrá por lo menos de tres 
instancias (comunitario, intercomunitario y regional) y sus decisiones 
no podrán ser apeladas salvo por razones de violación grave 
de los derechos humanos, tema que deberá resolver un tribunal 
arbitral conjunto.

En virtud de sus usos y costumbres, las ETIO podrán ejercer tuición 
sobre los recursos naturales que son propiedad del Estado (aguas, 
bosques y riquezas del subsuelo) y tendrán prioridad para su 
explotación. El Estado no podrá disponer de dichos recursos si la 
comunidad rechaza el pedido correspondiente.  El Estado podrá 
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reponer la solicitud de disposición de esos recursos una vez cada año 
y siempre que las comunidades locales no los estén aprovechando. 
Los recursos hidrocarburíferos son propiedad exclusiva del Estado 
nacional pero las ETIO tienen el recurso de veto sobre su explotación 
si la misma afecta gravemente sus intereses. Un tribunal arbitral 
puede revisar dicha decisión sólo en casos de seguridad del Estado 
mismo.

Las ETIO no podrán hacer uso de los recursos naturales (tales como 
cuencas hidrográficas, recursos mineros o forestales) de forma que 
afecte otras unidades territoriales. Deberán poner en conocimiento 
de las entidades vecinas de sus planes -sean estas ETIO o no-. Dichos 
planes podrán ser cuestionados ante instancias de concertación.

Son municipios indígenas aquellos cuya población ha expresado 
su voluntad de acogerse a dicha figura. Sus autoridades serán 
elegidas de acuerdo a usos y costumbres y regirá la normativa 
tradicional, la que para fines administrativos será puesta en vigor 
a través de reglamentos de funciones los que serán definidos de 
común acuerdo con el Estado central.
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Bolivia: grandes oportunidades, grandes peligros.

La cuestión civilizatoria

El texto aprobado por la Asamblea Constituyente en Oruro, el 9 de 
diciembre de 2007, es un triunfo importante para los movimientos 
indígenas. Este texto excede el plano puramente discursivo y 
de “papel mojado” al que quedan generalmente reducidas las 
constituciones en América Latina.

Lo que plantea el texto del proyecto de Constitución tiene 
importancia, pone en cuestión el sistema liberal de control estatal 
sobre los pueblos oprimidos. Sitúa nuevamente en el tablero, no sólo 
nacional sino mundial, el tema del reconocimiento de los derechos 
colectivos, el derecho a la autodeterminación de los pueblos 
oprimidos y pone en discusión el sistema opresivo y homogeneizante 
del Estado-nación. Además, establece de la forma más taxativa 
posible un conjunto de derechos individuales que parece colocar 
a Bolivia -al menos en el plano de la teoría- en el puesto más 
avanzado de la civilización humana actual.

Por otro lado, la circunstancia de este triunfo, independientemente 
del valor mismo del texto, ha vuelto a colocar a la llamada 
“derecha” en la defensiva. En este artículo, además de introducir 
algunos elementos para apreciar los avances del texto constitucional 
y también establecer lo que esto significó en términos de expresión 
y a la vez refuerzo a las luchas indígenas campesinas y obreras, 
intentaremos dar un breve vistazo a las relaciones de fuerza entre 
las clases (y los sistemas sociales) en términos de larga duración.

¿Es un triunfo de los movimientos sociales? Afirmativo, es una 
derrota política de una burguesía que se declara en retirada. ¿Es 
una transformación del Estado? Negativo, no lo es. ¡Es un programa 
para la acción! Y es, a la vez, una proclama civilizacional.



24

El texto constitucional aprobado en la Asamblea, es un texto que 
desde el punto de vista leguleyo podría considerarse contradictorio, 
incluso inaplicable. Bajo un mismo Estado, existirán dos doctrinas 
jurídicas diferentes que quedarían territorializadas; una que 
continúa la tradición constitucional liberal vigente y cuyo principio 
fundamental es el respeto irrestricto a la propiedad privada, la 
otra -de inspiración indígena- que no desconoce la existencia de 
esta última pero no permite el ejercicio irrestricto de los derechos 
de propiedad privada. Depende de qué territorio se trate, se 
aplicaría una u otra doctrina.

Este es un planteamiento de reconocimiento pleno del pluralismo 
jurídico, lo que implica esa posibilidad. Las dos realidades jurídicas 
han existido desde siempre en Bolivia, existen en la práctica 
dos jurisdicciones superpuestas, la estatal-liberal y la indígena-
campesina, que se ejercitan a través de dos sistemas de autoridad 
paralelas. El cambio es que hoy el texto constitucional, plantea el 
reconocimiento abierto de la autoridad indígena y ya no estarán 
superpuestas, porque los territorios estarán delimitados en función 
del principio de autodeterminación de cada pueblo. Cada pueblo 
tiene el derecho a autodefinirse como población indígena, originaria 
campesina o como población intercultural. Esto por supuesto es una 
oportunidad y a la vez, implica un gran peligro.

¿Qué significa el pluralismo jurídico? Que cada pueblo indígena 
tiene derecho a gobernarse en su territorio en el marco de sus 
propias normas y elegir sus gobernantes de la forma que ellas lo 
establezcan. En los hechos significa el desconocimiento del principio 
liberal que establece “un individuo-un voto” y el “derecho” al voto 
secreto. Desconoce el principio democrático burgués de que todos 
los ciudadanos son iguales ante la ley y que hay una sola ley 
para todo ciudadano. Establece la igualdad del derecho colectivo 
frente al derecho individual.

En la generalidad de los pueblos indígenas, al igual que en las 
asambleas obreras, se toman las decisiones -en ejercicio de la 
democracia popular- en asamblea pública, levantando la mano. 
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Muchas veces, se realiza de forma nominal: allí donde están 
reunidas muchas comunidades, por ejemplo, en un congreso 
provincial de sindicatos agrarios o en un cabildo o asamblea de 
ayllus, cada comunidad delibera aparte y emite su voto a través 
de su representante en público. En otros casos las votaciones por 
mayoría no son determinantes sino que se subordinan al derecho a 
la participación equitativa, rigiendo el turno de rotación: aunque 
se elije públicamente la autoridad, en realidad rige un acuerdo 
de larga duración por el que la autoridad sale necesariamente de 
un determinado sector según le toca el turno ejercer la autoridad 
(lo mismo hace la Unión Europea con su presidencia). Todas estas 
normas tienen la finalidad de establecer el derecho de la mayoría 
a hacer respetar sus decisiones dentro de un equilibrio general.

La autoridad indígena originaria campesina, ejerce la atribución 
de aplicar las normas comunales en su jurisdicción de una manera 
amplia. Una norma fundamental de la jurisdicción campesina 
originaria indígena es la que marca los límites al ejercicio de la 
propiedad privada. El derecho a la posesión de la tierra por 
parte de una familia que tiene derechos de herencia sobre ella no 
implica -desde la normativa consuetudinaria indígena- el derecho 
a disponer libremente de ella, no se la puede vender libremente, 
no se la puede cultivar o usar de cualquier forma, sino solamente 
en función de decisiones comunales específicas y que pueden 
modificarse de año en año. Para las empresas capitalistas, lo 
mismo que para quienes se manejan con una lógica de acumulación 
privada, estas normas significan un problema. No es que se impida 
la acumulación, como tampoco se excluye al capital, solamente se lo 
restringe de una manera que dificulta el proceso de diferenciación 
social y la acumulación en pocas manos del poder.

La autoridad indígena, a diferencia de la autoridad del Estado-
nación, resume en sí la capacidad de juzgar así como la capacidad 
de gobernar. Esto supone que distintas autoridades, en territorios 
contiguos, podrían tener criterios diferentes para juzgar un mismo 
hecho. La justicia ordinaria, según el texto aprobado, no puede 
revisar los fallos de la autoridad indígena. El tribunal constitucional 
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deberá considerar la jurisdicción indígena en igual jerarquía que 
la jurisdicción ordinaria. El tribunal constitucional mismo deberá 
estar conformado por igual número de miembros que representan 
ambas jurisdicciones. 
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Por supuesto que se plantean preguntas ¿Es esto viable en un país 
sometido a la esfera de influencia global del capitalismo, un país 
donde el capital financiero y el capital petrolero siguen siendo 
los que tienen las de ganar en el momento de poner las reglas de 
juego?.

Esta es una explicación de ciertas partes del texto constitucional 
aprobado en la Asamblea Constituyente. Se trata de un triunfo 
retórico aún, es un texto aún sin valor legal alguno. Hay muchas 
piedras en el camino: por un lado el gobierno (al momento de escribir 
este texto) está negociando con los gobiernos departamentales en 
poder de la derecha un posible cambio (que sería completamente 
ilegal). El texto aprobado por la Asamblea debe ponerse a 
consideración del pueblo en un referéndum (por voto universal y 
secreto, o sea muy influenciable por los medios de comunicación 
dominados por la burguesía).

Aún así, se trata de un triunfo político pues el texto constitucional se 
constituye en un programa de acción para los movimientos indígenas 
originarios. Y no sólo para estos movimientos. El movimiento 
indígena debe mucho de este triunfo a la posición adoptada 
por sectores avanzados del movimiento obrero, en particular a 
los mineros de Huanuni, que tuvieron una actuación decisiva en 
diciembre. Más adelante veremos la intervención minera en este 
proceso. Sin embargo, es importante notar que el movimiento 
obrero no consiguió avances respecto al texto vigente, a más de 
los consabidos derechos retóricos al trabajo. Por el contrario, el 
cooperativismo minero, que es una amenaza no sólo sobre la única 
mina nacionalizada subsistente que es Huanuni, sino también sobre 
las mismas comunidades indígenas, ha obtenido dentro del texto 
garantías de intocabilidad sobre sus concesiones de explotación de 
recursos mineros tal como exigía. Esta es una de las contradicciones 
dentro del texto porque contradicen abiertamente el derecho ya 
establecido desde 1990 cuando Bolivia adhiere al Convenio 169 
de la OIT que reconoce el derecho a la consulta previa para el 
caso de explotación de recursos naturales en territorios indígenas.
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La situación es incierta aún.

La situación al momento que la Asamblea Constituyente aprueba 
el texto era muy fluida. El Consejo Nacional de Defensa de la 
Democracia (CONALDE), conformado por los prefectos de la 
llamada Media Luna del oriente boliviano, más los de Cochabamba 
y Sucre y cívicos de cinco departamentos, se había reunido en 
Sucre en diciembre de 2007 poco después de los disturbios que 
ocasionaron que los constituyentes debieran abandonar la ciudad 
en noviembre. Allí, el CONALDE definió declarar la aplicación 
inmediata de las autonomías departamentales a partir del 14 de 
diciembre, lanzamiento de los “estatutos autonómicos” y el desacato 
a la Constitución oficialista. Esa fecha era precisamente el día que 
la propia Asamblea Constituyente debía celebrar su última sesión 
en la que ratificaba el proyecto de Constitución, después que una 
comisión redactora “corrigiera” los posibles defectos del mismo. 
Además, la desobediencia civil apuntaba a desconocer el decreto 
que redujo la participación de los departamentos petroleros en la 
distribución del impuesto especial a los hidrocarburos. Los comités 
cívicos cuentan con el respaldo político y económico de las empresas 
privadas de todo el país y no solo de Santa Cruz, en particular 
de la Asociación de Bancos (ASOBAN), la Cámara Agropecuaria 
del Oriente (CAO), la Cámara de Exportadores y la Cámara de 
Hidrocarburos de Bolivia, todos estos organismos activos dentro del 
Comité Cívico.

El CONALDE, con el soporte de estos sectores, pretendió entonces 
constituirse en un gobierno paralelo al de Evo Morales, que 
comande cinco de los nueve departamentos del país.

Sin embargo, esos prefectos, unidos al mayor partido de la 
oposición, “PODEMOS”, encabezado por el ex presidente Tuto 
Quiroga, cometieron un grave error de cálculo al momento en que 
el período de sesiones de la Asamblea Constituyente estaba a 
punto de finalizar y la Asamblea aún no había podido avanzar en 
el proceso de aprobación del texto final. Después, que el Congreso 
Nacional aprobara la prórroga del período de sesiones de la 
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Constituyente hasta el 14 de diciembre (según la convocatoria, 
el período de vigencia de la Constituyente finalizaba el 6 de 
agosto de 2007), el gobierno decidió convocar a una comisión 
suprapartidaria, conformada por los partidos con representación 
en la Constituyente a fin de llegar a un acuerdo sobre el texto a 
aprobar. En esa comisión, dirigida por el vicepresidente Alvaro 
García Linera, se llegó a ciertos acuerdos que, en realidad, permitían 
a la derecha y a los comités cívicos conseguir prácticamente todos 
sus objetivos. Esto significaba que el gobierno de Evo Morales, 
a título de garantizarse la gobernabilidad de su administración, 
apostaba a un texto que beneficiaba a la burguesía retrocediendo 
en ciertos aspectos, incluso con relación a la actual constitución 
liberal todavía en vigencia.

La “estrategia” fundamental que el gobierno -a través de la 
figura de García Linera- ha ensayado desde el principio de la 
administración de Evo Morales, es decirles a las empresas y a sus 
voceros, los cívicos, “déjennos gobernar y hacemos lo que ustedes 
requieran”. Evo Morales lo había dicho incluso pocos días antes 
de asumir el gobierno, mientras realizaba su gira mundial, donde 
puso de moda la famosa “chompa de alpaca”: “He comprendido 
que para ser un buen presidente tengo que lograr buenos negocios 
para los empresarios”, con esta frase se refería a los soyeros, 
agroexportadores y otras empresas beneficiarias del latifundismo. 
Pero la miopía de esa burguesía “esmirriada” no le ayuda: en 
parte lo explica su racismo. A tal punto que no puede tolerar ser 
gobernada por quien califican como “indio”. No advierte que 
es el gobierno de Evo Morales el que le está garantizando sus 
intereses estratégicos, su propia viabilidad como clase propietaria, 
y que sólo en la medida que facilite la gobernabilidad de la 
administración de Evo hará posible una salida favorable a los 
intereses capitalistas a mediano plazo.

Bueno, ese ha sido su error: ese grupo de necios representantes de 
los comités cívicos y de PODEMOS, siguió presionando al gobierno 
y negándose a firmar el acuerdo que les proponía García Linera, 
pese a que les estaba ofreciendo el oro y el moro. Al final, no le 
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dejó salida al MAS. Los propios constituyentes se vieron acorralados 
entre esta derecha torpe y los movimientos sociales -en ese momento 
encabezados por los mineros de Huanuni y la Central Obrera de 
Oruro- que empezaban a impacientarse con la cobardía política del 
vicepresidente, de manera que el gobierno no tuvo más alternativa 
que dejarle la vía libre a su propia bancada para que apruebe 
“su” texto. Este texto, el único que había sido propuesto de forma 
coherente en el curso de la Asamblea, era el que había diseñado 
el Pacto de Unidad de las organizaciones indígenas, originarias y 
campesinas, de colonizadores y afrobolivianos, junto a un pequeño 
y eficiente equipo de asesores técnicos y ongs aliadas que vienen 
trabajando desde principios de 2005. Así es como entonces se 
aprobó, inesperadamente para todos, un texto que avanza de 
manera audaz en el campo de los derechos humanos tanto colectivos 
como individuales y que es probablemente el texto constitucional 
más avanzado desde el punto de vista democrático en el planeta. 
Lo interesante del caso es que frente a la redacción de esta 
Constitución, la clase media, que había sido aterrorizada por la 
prensa y por rumores de que este texto aseguraría la perpetuación 
del gobierno de Evo Morales, además de la confiscación de sus 
casitas y sus terrenitos, quedó encantada ante un texto que en lo 
fundamental está bien elaborado y tiene consistencia.

Ahora bien, pese a que esa votación ponía a la derecha ante 
un hecho consumado y ahora ya no le quedaba más salida que 
enfrentarlo en el terreno del referéndum a realizarse en los 
próximos meses, no contaba con la ayuda inesperada, otra vez, 
del propio gobierno. El gobierno, en vez de sacar partido del 
hecho de que la población urbana se había rendido a la evidencia 
de que este texto era un avance de los derechos en todo sentido, 
se esfuerza por dar marcha atrás en la situación. A principios de 
enero Evo Morales convoca al diálogo a los prefectos bajo una 
agenda que no termina de definirse. Mientras que al principio la 
agenda parecía no contemplar el tema de la Constitución, tema 
ya cerrado, el mismo día que se realiza la reunión aparece esta 
cuestión nuevamente. ¿Es falta de visión estratégica y de política 
de este gobierno? ¿Se puede hablar de cobardía política? La 
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derecha no termina de precipitarse en la derrota por sus propios 
errores, cuando viene el gobierno a rescatarla. No parece ser 
cobardía. Parecería que el gobierno, instintivamente, entiende 
que su viabilidad está unida a la existencia de una derecha con 
capacidad de presión. De lo contrario el gobierno quedaría preso 
de su propia base social, los movimientos sociales.

Este es un gobierno-árbitro que lo que más teme no es que la 
derecha esté en condiciones de imponerle sus términos. Por el 
contrario, parecería que su instinto (pues no hay evidencia que 
hubiera una clara estrategia en el gobierno en su conjunto) lo 
empuja a favorecer que la derecha crezca lo suficiente como para 
colocar en vereda a los movimientos sociales y no puedan crecer 
en sus demandas.

De esta manera el gobierno no quedaría preso del programa 
radical con el que los movimientos sociales lo llevaron al poder: 
la llamada “Agenda de Octubre” (el momento de la insurrección 
que derribó al gobierno de Gonzalo Sánchez de Lozada). Por el 
contrario podría intentar resolver la crisis de Estado, la crisis del 
capitalismo “esmirriado” boliviano, tal como lo calificara Zavaleta, 
reforzando el actual Estado (neocolonial).

Quien parecería empujar con más firmeza esta estrategia del 
gobierno de convertirse en la expresión de la burguesía es su 
vicepresidente García Linera: su planteo desde un principio ha sido 
reforzar el Estado-nación, hacerlo nuevamente viable, intentado 
ganar como base de sustentación a una burguesía, que vea en 
esta administración al garante de sus mejores negocios en muchas 
décadas[1].

La situación real está definida, por un lado, por la determinación 
de esta burguesía inviable y racista de, ya que no puede sacar al 
“indio” del Palacio Quemado, porque se lo impide el apoyo que 
el gobierno recibe tanto de la OEA e implícitamente del gobierno 
de Estados Unidos como de el de Brasil y el de Chile, por lo menos 
convertirlo en su rehén. Pero por la otra, la situación también está 
signada por la esperanza y seguridad de parte de la gran mayoría 
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de los movimientos sociales de que este gobierno es “suyo” y, por lo 
tanto, se le puede exigir que cumpla con la “Agenda de Octubre”.

Hasta aquí hemos visto, a través del triunfo que logran los 
movimientos indígenas y populares en la Asamblea Constituyente, 
que la relación de fuerzas establecida por el movimiento semi-
insurreccional de octubre parecería no haberse modificado 
sustancialmente. Sin embargo, estamos en un momento de inflexión.

En primer lugar examinemos las relaciones de fuerza estructurales.

Está claro que el Estado boliviano, no ha modificado su naturaleza 
colonial. La actual administración, aunque esté dirigida por un 
movimiento político surgido de un proceso de levantamiento de 
las masas indígenas, no tiene la capacidad y tampoco la intención 
de modificar ese carácter colonial. Por el contrario, existen fuertes 
sectores no solo dentro del Estado (las fuerzas armadas, la policía, la 
iglesia, el poder judicial, una amplia mayoría del poder legislativo, 
toda la burocracia de la administración del poder ejecutivo, los 
ministerios, ni que hablar de las prefecturas y los municipios) que 
resisten cualquier intento de mínima modificación de la actual 
estructura del Estado. De hecho, una mayoría del aparato político 
que conforma el MAS, está constituido por alcaldes, concejales, 
diputados, senadores, ministros, viceministros, y cientos de pequeños 
burócratas, muchos de ellos provenientes de los partidos de la 
burguesía como el MNR, ADN, UCS y MBL, que se han pasado al carro 
del MAS. Con el actual gobierno se agregan los cuadros del MAS 
que pasan a formar parte del aparato administrativo del Estado. 
Parte de ese fenómeno, es la incorporación de buena cantidad 
de dirigentes de las organizaciones indígenas y campesinas que 
se han asimilado a la vieja y esclerosada estructura burocrática 
del Estado y adoptan cotidianamente el antiguo ceremonial y 
protocolo de comportamiento burocrático. Al incorporarse, asumen 
una actitud de defensa no solo de sus nuevos pequeños intereses 
como burócratas que reciben un sueldo del Estado, sino de la misma 
estructura jerárquica y burocrática a la cual se han asimilado y 
que les permite gozar de esas pequeñas, a veces pequeñísimas, 
prebendas. 
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También se puede encontrar ahora dentro de los ministerios y 
organismos administrativos de Estado a una pequeña nube de 
profesionales pseudoizquierdistas del PC y otros grupos, incluso 
ex militantes del POR que no tuvieron empacho en servir de 
consultores a los gobiernos neoliberales y ahora no saben hacer 
otra cosa que dar continuidad a las mismas propuestas y políticas 
que habían desarrollado en gobiernos anteriores. La reconstrucción 
de este aparato burocrático actúa como una pesada losa que 
parece inmovilizar a los movimientos sociales y es un proceso que 
ocurre a diario, pero a la vez es un proceso totalmente caótico, 
cada subsecretario toma sus propias iniciativas y a veces en una 
misma reunión se escuchan posiciones completamente diferentes, 
pero dentro de un caos armonioso. Las consignas burocráticas, las 
mismas realidades de un Estado colonial y anticampesino, ahora 
se las reviste de una ideología pseudoandina, bajo un manto de 
supuesta reciprocidad y redistribución, que sirve de nuevo manto 
ideológico a la paz burocrática neo-burguesa vestida de ropaje 
indígena.

Esta situación se verifica en el caso de la problemática de la tierra. 
La aprobación de las últimas modificaciones a la Ley INRA[2] como 
resultado de movilizaciones campesinas e indígenas, que debería 
permitir ahora la reversión de los latifundios improductivos que no 
cumplen función económico-social, no ha servido para recuperar 
hasta ahora ni un metro cuadrado de tierra ilegalmente apropiada 
por los latifundistas. Primero con la excusa de inundaciones a 
principios de 2007, y ahora sin necesidad de ninguna excusa, 
la “revolución agraria” se limita por el momento a prometer la 
mecanización de la agricultura campesina, una política totalmente 
inadecuada para los suelos andinos, y que sólo promete agravar 
la depredación de suelos y la caída de la productividad. En 
noviembre de 2007 se aprueba el Decreto 29215 que determina 
la expropiación con pago a precios de mercado de 180.000 
hectáreas en el Chaco chuquisaqueño para entregar a las 
comunidades cautivas guaraníes[3].

La política del MAS, como explica Mayorga[4], un analista muy 
apreciado por los medios de comunicación, “está caracterizada 
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por incertidumbre estratégica y flexibilidad táctica por ausencia 
de un proyecto político elaborado de manera programática, lo 
que explicaría la postura cambiante respecto al referéndum sobre 
las autonomías departamentales, así como los vaivenes respecto 
a la reforma educativa. Su capacidad de acción se traduce en 
una enorme flexibilidad táctica que se asienta en esa elasticidad 
programática. El manejo de una retórica radical (por parte del 
gobierno) neutraliza la izquierda y las moderadas decisiones 
de gobierno desbaratan los cuestionamientos desde la derecha, 
lo que le permite ocupar una amplia franja del centro político”. 
Mayorga se felicita de esta característica del MAS, porque 
permitiría recuperar la gobernabilidad del Estado que se perdió 
en el período de 2000 a 2005, como efecto de la movilización 
incontrolable de los movimientos sociales. Efectivamente, mientras se 
mantiene una retórica de nacionalización, tanto de los yacimientos 
de gas como de los recursos naturales en general, por el otro lado, 
el gobierno se enorgullece en publicitar las inversiones extranjeras 
en proyectos gigantes en minería, como el caso San Cristóbal o el 
Mutún, y en haber dado las garantías suficientes a las empresas 
petroleras como para que reanuden este año las inversiones en 
la exploración de hidrocarburos. La re-nacionalización del sistema 
de pensiones parece haber quedado sepultada y en cambio los 
fondos privados de pensiones se harán cargo del pago del nuevo 
Bono Dignidad, destinado a todos los ancianos, proveniente de 
la redistribución del ingreso impositivo de la producción de gas. 
Mientras tanto, de parte de las comunidades campesinas ni siquiera 
es posible reclamar contra la total contaminación e inutilización de 
sus tierras agrícolas por parte de las multinacionales mineras y, 
peor aún, de las cooperativas mineras.

La COD de Oruro[5], en cambio, considera que no existe espacio 
para esa política de conciliación: “El gobierno de Evo Morales 
surgido como consecuencia de las luchas sangrientas del pueblo 
contra la oligarquía, tiene como base de su política la concertación 
y la convivencia con el enemigo de clase, compuesto por los pocos 
ricos de este país, culpables de la pobreza, atraso y desempleo 
en nuestro país (…) En ese sentido, su política de pactos con la 



35

derecha que terminaron en acuerdos de claro retroceso para el 
pueblo, como se puede advertir en la Ley de Convocatoria a la 
Asamblea Constituyente y los acuerdos de la suprapartidaria, 
entre otras, nunca conformarán a la clase capitalista, detentadora 
del poder y de los gobiernos durante la casi totalidad del período 
republicano, así como también no serán solución definitiva a los 
problemas de nuestro pueblo empobrecido aunque mayoritario”.

La emergencia de la COD de Oruro y de una fuerte dirección 
clasista en Huanuni, que se han puesto claramente del lado de 
las organizaciones y pueblos indígenas campesinos, de alguna 
manera ha disminuido el margen de maniobra del gobierno y le ha 
obligado a inclinarse un poco más hacia la izquierda, de manera de 
evitar que la dirección obrera en emergencia le gane las espaldas. 
Eso explica que estos últimos días[6] el gobierno cada vez hable 
de forma más pesimista sobre la posibilidad de un acuerdo con los 
prefectos derechistas. La estrategia del gobierno de establecer 
un acuerdo político con los empresarios que de alguna manera 
convierta al MAS en su propia expresión política no es hueca. 
La bonanza de los altos precios de las materias primas, que ha 
permitido cuadruplicar los ingresos por exportaciones, lo permitiría. 
Lo demuestran también las cifras de las entidades financieras. 

Las reservas internacionales del Banco Central se han duplicado 
en un año. Los depósitos en moneda nacional en la banca se han 
incrementado de la misma manera y la cartera de préstamos también 
ha crecido en 60%[7]. ¿Por qué, en tal situación de bonanza, aún 
es difícil un acuerdo y cuál parecería ser el proyecto estratégico 
del empresariado boliviano y la derecha que lo representa?.

La lucha por la hegemonía y el traslado del eje geopolítico 
boliviano

Desde octubre de 2003, cuando Gonzalo Sánchez de Lozada 
y su gabinete, poco antes de huir del país, especularon con la 
posibilidad de trasladar su gobierno -y por lo tanto la sede de 
gobierno- a Santa Cruz, se dio nuevo impulso a lo que se dio en 
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llamar las luchas regionales. Desde que se impone la “Agenda 
de Octubre”, cuando Carlos Mesa, inesperadamente para todos, 
acepta como parte de su programa de gobierno la convocatoria 
a una Asamblea Constituyente, empieza en serio el intento de 
trasladar la capital fuera de La Paz.

Es un hecho que el cerco de los movimientos sociales indígenas a 
La Paz, establecido en octubre de 2003 y que luego se repite en 
mayo-junio de 2005, no fue hasta ahora derrotado. Es más, está 
pendiente aún sobre las cabezas del sistema político como una 
espada de Damocles. Tanto en octubre de 2003 como en mayo-
junio de 2005, con el antecedente de la crisis de febrero de 2003 
que llevó al enfrentamiento armado entre policías y militares, el 
Estado está en una crisis que se debe, en buena medida, al cerco 
que han establecido los movimientos sociales sobre el gobierno 
y sobre su sede geográfica. El levantamiento social paralizó 
entonces al gobierno y al aparato estatal en su conjunto. La subida 
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al gobierno de Evo Morales -un logro que es el resultado directo 
de las luchas populares pero en gran medida hay que atribuirlo 
a la estrategia de la Iglesia para neutralizar esas luchas- parece 
haber logrado un cuarto intermedio en las luchas sociales. La gente 
tiene cierta esperanza de que este gobierno “arregle” las cosas, 
aunque mantiene su vigilancia.

Dado que los sectores claves del aparato productivo nacional (la 
energía, la minería, las telecomunicaciones, la tierra, los bosques, los 
bancos, la prensa y la televisión) están en manos de multinacionales 
o de sus socios los sectores empresariales, latifundistas y/o lumpen 
burguesía boliviana, es poco lo que se presume que el gobierno 
pueda hacer, a más de sanear las finanzas del Estado elevando la 
recaudación impositiva. Esto último se lograría a través de la llamada 
“nacionalización de los recursos naturales” que modifica los contratos 
petroleros existentes -que nunca fueron anulados- de manera que 
el Estado perciba mayores ingresos por la explotación del gas. 
Se suponía que la Asamblea Constituyente era el escenario para 
cambiar radicalmente la situación generada por la privatización 
de las empresas y recursos del país, pero el propio gobierno se 
encargó de trabar al máximo esa posibilidad acordando con la 
derecha una ley de convocatoria que transformaba lo que debía 
ser un espacio de poder político fundacional y soberano en un ente 
ineficaz para hacer las transformaciones necesarias, subordinado 
al aparato político, judicial y administrativo establecido del Estado.

Peor aún, el gobierno ha permitido que la derecha ponga como 
condición para la realización de la Asamblea Constituyente, la 
previa realización de un referéndum autonómico vinculante. Este 
referéndum determinó que cualquier departamento donde haya 
sido aprobada la pregunta sobre autonomía departamental con 
una mayoría simple, se transforma en autónomo, una vez que se 
promulgue la nueva Constitución. Los constituyentes, tanto por la 
Ley de Convocatoria a la Asamblea, como por el texto de la Ley 
de Referéndum, están obligados a avalar el resultado positivo 
de esa votación en un departamento, aunque la opinión nacional 
mayoritaria se demuestre en contra.
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¿A qué apunta ese proyecto autonomista? ¿Acaso apunta a la 
disgregación nacional? Lo mismo se decía cuando se estaba librando 
la Guerra Federal que tuvo lugar en Bolivia en 1899. Sin embargo, 
el triunfo de los federalistas no derivó en el establecimiento de un 
sistema federal, sino en el traslado de la sede de gobierno a La 
Paz y el establecimiento de un sistema de gobierno centralista.

El interés actual del empresariado que respalda esta propuesta 
autonomista se expresaría en dos posibles salidas:

 a).	 La salida política mínima a que aspiran, consiste en que 
efectivamente no logran derrotar a los movimientos sociales 
durante todo o parte del gobierno de Evo Morales y se ven 
entonces en la necesidad de atrincherarse temporalmente en 
la sede de Santa Cruz, pero con prerrogativas y competencias 
que les permitan manejar la parte más jugosa del presupuesto 
nacional y aspirando también a manejar de la forma más 
directa posible -según las relaciones de fuerza que logren 
para la Asamblea Constituyente- los recursos naturales que 
ya sabemos: la tierra, el agua, los bosques y los recursos del 
subsuelo.

  b). 	La máxima, consiste en lograr derrotar o confundir lo suficiente 
a los movimientos sociales para comenzar a trasladar, de hecho 
o de derecho, la sede de gobierno a Santa Cruz. Ese proceso 
puede comenzar bajo una apariencia de descentralización, 
o de traslado de organismos autárquicos o semiautárquicos, 
como por ejemplo YPFB, u otras entidades de gran peso 
económico a Santa Cruz. Aunque lograran solamente la 
autonomía, ya se estaría empezando a aplicar de hecho el 
traslado paulatino de la sede del gobierno nacional a Santa 
Cruz. Pero si la derecha lograra dividir y desmoralizar lo 
suficiente a los movimientos sociales, es posible un cambio 
rápido de escenario geopolítico. Esto puede efectivizarse 
si acorralan y reducen a la impotencia al gobierno de Evo 
Morales y le obligan a servir simplemente de administrador 
eficiente de un modelo neoliberal maquillado de populismo, sin 
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ninguna transformación de fondo. Por ejemplo, sin que se logre 
la reversión de una porción significativa de los 50 millones de 
hectáreas de tierras ilegalmente distribuidas desde la Reforma 
Agraria de 1953 entre la nueva oligarquía. En la medida que 
el gobierno -para sostenerse en el sillón- deba acudir a la 
desmovilización y a la división de las organizaciones que lo 
apuntalaron para que gane las elecciones de 2005 y 2006, 
el mismo gobierno serviría como instrumento para lograr ese 
fin. La deslegitimación del gobierno lo volvería cada vez 
más débil y cada vez más vulnerable a las presiones de las 
camarillas empresariales y mafiosas, hasta que lo obliguen 
a rendirse y aceptar, él mismo, cambiarse de sede. Ese sería 
el proyecto estratégico del empresariado latifundiario y sus 
aliados mafiosos y petroleros.

Por supuesto, no apuntamos a que la “burguesía esmirriada”[8] y sus 
mafiosos se salgan con la suya y logren establecer este escenario 
político que describimos arriba; por el contrario estamos seguros 
de que los movimientos sociales sabrán derrotarlos a tiempo. Pero 
nuestro análisis pretende alertar contra sus verdaderas intenciones, 
que no se quedan en la autonomía departamental. Hay una forma 
para que los movimientos sociales, acompañados por aquellos 
que desde el gobierno están de su lado, puedan neutralizar esa 
estrategia y ganarles la batalla actual. Esa forma es, dicho de 
manera llana, revertir los latifundios.

Las implicancias civilizacionales del proceso actual

La crisis de Estado que se presenta en Bolivia nos obliga a utilizar 
un término un poco desgastado: aquello de “el eslabón más débil”. 
Efectivamente Bolivia es, quizás, uno de los eslabones débiles 
del sistema hegemónico establecido por la civilización occidental 
capitalista en todo el planeta. Un sistema que ha establecido como 
pivote de su dominación política a los estados nación. No hay duda 
de que estamos ante un período de declinación hegemónica, pero 
¿qué tipo de declinación hegemónica es?.
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Nadie, ni siquiera al interior del gigante imperialista[9], se atreve 
a dudar de que los Estados Unidos hoy atraviesan una crisis de 
hegemonía, pero hay poco acuerdo sobre el significado de esa 
crisis. Otros gigantes imperiales han caído antes. Recordemos cómo 
el imperio inglés se ha desmoronado en la Segunda Guerra Mundial, 
pero ya hoy las características de la declinación hegemónica han 
cambiado fundamentalmente. 

En ningún momento, durante el proceso de relocalización del eje 
geo-hegemónico mundial que se traslada desde Inglaterra hacia 
los Estados Unidos, se había puesto en duda el sistema civilizatorio 
occidental mismo. Por el contrario, la reconstrucción de Europa, 
pero sobre todo el movimiento anticolonial y nacionalista de 
la post guerra, comenzando por la independencia de India y 
siguiendo por la descolonización de Africa se realizó siguiendo 
el modelo de “modernización”. En estos últimos casos, conducidos 
por las burguesías nacionales del Tercer Mundo, proponían un 
desarrollo capitalista basado en la “sustitución de importaciones”; 
hasta ahí nomás llegaban. También fue en ese período de 
transición interimperialista que se generó un vacío temporario de 
poder o, más bien, un período en el que las burocracias estatales 
mantuvieron su lealtad a los antiguos jefes imperiales, y así 
surgieron los movimientos nacionalistas en Latinoamérica, con fuerte 
arraigo en las burocracias militares y a los cuales se adhirió un 
sector importante de la clase obrera. Recordemos el peronismo, el 
APRA en Perú, Vargas en Brasil, MNR en Bolivia, etcétera, todos del 
mismo período de finales de la Segunda Guerra Mundial teñidos 
de discurso antiamericano pero, al menos en algunos casos, muy 
sospechosos de conducta pro inglesa, y que finalmente debieron 
ceder sin pena ni gloria ante el avance de los capitales americanos. 

Los años cincuenta se caracterizan porque entonces llega a su 
mayor auge el ciclo de expansión civilizatoria de la modernidad 
capitalista occidental: todos los países quedan integrados en 
la red de los estados nación que forman el mercado mundial 
capitalista. Es probable que incluso los países de la llamada 
esfera socialista, después de la Segunda Guerra, hayan quedado 
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también semi integrados en esa red, a consecuencia del propio 
proceso de regresión burocrática en que estaban sumidos. La lucha 
nacionalista revolucionaria entonces se entendía, paradójicamente, 
como la construcción de “verdaderos” estados nación, es decir, se 
acudía a la utopía de naciones “independientes” y “desarrolladas” 
según el mismo modelo que planteaba el imperialismo.

El actual período se caracteriza no solo por una creciente 
competencia interimperialista, existiendo de hecho ya tres grandes 
bloques que se disputan esferas de influencia económica, sino por 
una declinación civilizacional. 

El capitalismo a escala mundial ha sufrido una regresión que la 
clase obrera vive en carne propia: se ha vuelto al capitalismo 
salvaje, primitivo, al capitalismo basado en el trabajo a domicilio y 
otras formas que ahora ya no es el pequeño capitalista emergente 
el que las usa, sino el gran capital transnacional consolidado a 
escala global. Como consecuencia de esa regresión histórica la 
clase obrera se ve en disgregación física y políticamente y no 
se avizora el camino para su recuperación. Si bien hay grandes 
huelgas en los últimos tiempos, las realizan básicamente los 
obreros estatales, como es el caso de los sindicatos del transporte 
en Francia, Alemania y Hungría, porque la industria misma se ha 
vuelto trashumante. Pero en el nudo de la declinación se encuentra 
el problema de la crisis de legitimidad del Estado-nación. Desde 
el mismo momento que la civilización capitalista global basada en 
la red de estados nación se extendió por todo el planeta y dominó 
todo el mundo, comenzó su declinación. El Estado-nación, por otra 
parte, dejó de ser garante del nivel de vida de la población y se 
convirtió en el garante de la expansión del capital, exclusivamente. 
Y entonces, sucede algo aparentemente contradictorio. La gran 
amenaza que desafía al occidente pareciera que ya no es el 
fantasma del comunismo, y ahora es retratada como el fantasma 
del “fundamentalismo” y el “terrorismo” islámico. El desafío que 
plantea el islamismo propone un tipo de civilización que ataca 
las bases del individualismo burgués que domina nuestra cultura. 
La mayoría de los intelectuales occidentales hasta ahora no han 
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sabido dar una mínima respuesta que permita entender este nuevo 
proceso global, por más que ya lleva cerca de treinta años en 
expansión, desde la revolución iraniana de 1979. Es remarcable 
que a la crisis del capitalismo como civilización también se le suma 
la crisis del “comunismo real”, de los socialismos en un solo país, 
construidos sobre el modelo de la industrialización forzada. 

Al desafío islamista contra esa civilización liberal individualista que 
nos ha penetrado hasta los huesos, se suma la emergencia indígena 
que recorre Latinoamérica. Hasta ahora esa emergencia ha dado 
pasos tibios y a tropezones, sin encontrar un camino independiente. 
Cuando se ha encontrado en posición dominante, como ha sido 
octubre de 2003 en Bolivia, la corriente que supuestamente 
representaba los intereses de campesinos indígenas ha rehuido ese 
propio camino, ha vuelto a asumir la ruta marcada por los mismos 
derrotados, en este caso de los neoliberales que estaban en plena 
huída. Para peor, se disfrazan de nacionalistas y llegan al extremo 
de reivindicar el Estado-nación colonial y su soberanía, es decir, 
los supuestos representantes del movimiento indígena terminan 
negándose a sí mismos. 

Hasta ahora no ha surgido una corriente indígena latinoamericana 
con el suficiente coraje como para plantarse y asumirse como 
alternativa civilizatoria y reclamar la devolución total de la 
soberanía al pueblo, a los pueblos. Sin embargo, cuando los 
pueblos indígenas se sientan a deliberar surgen espléndidas ideas 
como las que dieron contenido a la propuesta de Constitución 
que elaboró el Pacto de Unidad de las organizaciones indígenas 
originarias campesinas de Bolivia. Esa experiencia nos demuestra 
que es posible una respuesta a la crisis civilizatoria. Es la hora ya de 
crear un frente indígena y obrero que recupere esa extraordinaria 
experiencia y se plantee desterrar de una vez la corrupta cultura 
liberal capitalista, incluida su versión pseudo-nacionalista.
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Las paradojas del proceso constituyente boliviano

En este artículo se hace un análisis de la 
significación que adquiere el texto de la 
nueva Constitución boliviana aprobada 
por la Asamblea Constituyente en Oruro 
en diciembre de 2007 y que luego es 
sustancialmente modificada en el Parlamento 
en octubre de 2008. Dicho texto contiene una 
serie de principios legales que le dan carácter 
de programa democrático revolucionario. 
Proclama que Bolivia se transforma en 
un Estado plurinacional que reconoce la 
autodeterminación de los pueblos indígenas así 
como la vigencia del pluralismo jurídico (art.2). 

Más allá de las definiciones que contiene el 
texto y que reflejan la fuerza adquirida por 
los movimientos indígenas, las nuevas dinámicas 
que inaugura el actual gobierno le dan a 
dichas definiciones un carácter paradojal 
e inesperado. Hay una diferencia entre la 
dinámica del proceso hacia la autonomía 
territorial protagonizado por los pueblos 
indígenas y las actuales políticas nacionalistas 
del gobierno de Evo Morales, entendiendo 
que existe un desfase importante entre ambos 
procesos.

Mientras el nuevo texto de la Constitución Política del Estado, que 
será sujeto a referéndum en enero de 20091, plantea un avance 
excepcional en los derechos a la autodeterminación y autonomía, por 
otro lado, refuerza las garantías a la propiedad privada existentes 
en la anterior constitución, legalizando el acaparamiento de tierras 

1  Este artículo fue escrito en diciembre 2008.
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“empresariales” (art.315). El artículo 7 declara que la soberanía 
reside en el pueblo y el capítulo de organización territorial del 
Estado reconoce varios niveles de autonomía: la departamental, 
la regional, la municipal e indígena. El contenido ecléctico del 
texto es un resultado del carácter de árbitro que intenta asumir el 
actual gobierno, procurando equilibrios precarios entre procesos 
divergentes en curso dentro de la sociedad boliviana, de los cuales 
destacamos y analizamos tres. 

El primer proceso se refiere a la movilización social que explota con 
la Guerra del Agua del 2000, se generaliza con el derrocamiento 
de Gonzalo Sánchez de Lozada en octubre de 2003 y culmina en 
mayo de 2005 con la renuncia del presidente Carlos Mesa. Este 
proceso tiene su expresión política en el llamado “Pacto de Unidad 
de las Organizaciones Indígenas, Originarias y Campesinas” 
formado en 2004 (CENDA 2004). El segundo proceso está marcado 
por el desplazamiento geopolítico de la burguesía, a raíz de la 
decadencia relativa de los centros mineros del occidente del país, 
cuyo eje político es la ciudad de La Paz. respecto al afianzamiento 
del nuevo centro político establecido en el oriente del país basado 
en la conexión soya-gas hegemonizada por empresas brasileñas. 

Este desplazamiento tuvo al principio un carácter defensivo, con el 
fin de desconectar el centro político del Estado respecto al eje de la 
efervescencia social que está localizada en el occidente andino. Su 
expresión política es el llamado Consejo Nacional de Defensa de 
la Democracia (CONALDE) conformado por los prefectos de cinco 
departamentos y los respectivos comités cívicos que representan 
a las entidades empresariales. El tercero es el proceso de 
renovación de la institucionalidad política y reconstrucción estatal 
cuya expresión política es el Movimiento al Socialismo (MAS) y el 
gobierno de Evo Morales, que intenta actuar como mediador entre 
los dos procesos anteriores. En este último proceso, juega un rol 
central el ascenso social de una capa de origen campesino que se 
catapulta gracias a la descentralización municipal, desplazando 
a ciertos sectores criollos intermediarios tradicionales, como los 
vecinos de los pueblos de provincia.
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Al contrario de la visión generalizada que supone la existencia 
en el país de una contradicción polarizada en dos fuerzas, 
una popular representada por el gobierno del MAS y la otra 
oligárquica, representada por los gobiernos departamentales que 
conforman la denominada “media luna”, la dinámica actual de la 
sociedad está cruzada por complejas tensiones y mediaciones que, 
si bien en un momento dado tienden a la aglomeración en grandes 
frentes sociales, sin embargo en rápida sucesión, dan paso a una 
aguda fragmentación en los movimientos sociales. El actual ciclo 
inaugurado con la subida del MAS al gobierno en enero de 2006, 
se caracteriza por la fragmentación y desmovilización social, en 
paralelo a una franca recuperación y relegitimación de parte de 
las instituciones del Estado-nación con respecto a la aguda crisis 
que afectó a este último entre el año 2003 y 2005. 

1.	 La crisis del Estado se refleja en el hecho de que la coalición 
social de Estado conformada por las clases propietarias y 
los sectores dominantes, que constituía un bloque estable 
entre 1985 y 2000, actualmente está fragmentado y no 
logra definir un programa hegemónico común que le permita 
reconstituirse, tal como lo fue en su momento el programa 
neoliberal. La actual situación refleja la existencia de una 
fragmentación social tanto en los escalones subordinados 
como en los escalones dominantes de la sociedad, 
generando  una situación de ingobernabilidad. El gobierno 
del MAS intenta resolver esta situación proponiéndose la 
reconstrucción del Estado-nación en un momento en que la 
mecánica electoral y la crisis internacional le crean un marco 
favorable.

En el trasfondo de ese conjunto de tensiones y alimentando la crisis 
del Estado-nación se destaca aquello que la corriente sistema-mundo 
(world-system) denomina un ciclo de declinación civilizatoria. Esto 
se traduce en una declinación hegemónica que ha sido estudiada 
en diversos trabajos, en sus facetas políticas y/o económicas 
(ver International Political Science Review 1998 vol 19, n°3 y el 
número especial de Latin American Perspectives 2007; v34, 1). 
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Ese trasfondo de declinación hegemónica civilizatoria global del 
capitalismo occidental en particular hace que, pese a las grandes 
semejanzas formales con el período post revolución de 1952, el 
actual período de recomposición del Estado bajo las políticas 
nacionalistas del MAS, tenga no solamente expresión en un discurso 
que difiere relativamente del nacionalismo revolucionario, sino que 
este gobierno esté marcado por una dinámica completamente 
diferente a la del nacionalismo post 52. Las fuerzas sociales que se 
desarrollan tras el actual escenario  tienen una composición en su 
desarrollo relativo en una relación de fuerzas tal que dará lugar a 
un desenlace del cual se puede prever que tendrá poco en común 
con el de la Revolución del 52.

Aún así es posible apreciar ciertas políticas que tienen una 
apariencia similar a las del MNR, como la creciente tendencia 
del gobierno a apoyarse en el aparato militar y promover una 
alianza militar campesina para su sustento, que posibilitaría la 
reconstrucción de Estado en medio de una profunda cooptación 
y burocratización entre la dirigencia campesina indígena y en 
sectores urbano populares.

La disputa del control sobre el territorio

El Estado boliviano perdió en buena medida el control social sobre 
el espacio rural (y el monopolio del ejercicio de la violencia) en 
el occidente andino del país a partir de 1979 como consecuencia 
de la ruptura del Pacto Militar Campesino (PMC). Después de la 
Revolución del 1952, había desaparecido el indio del vocabulario 
estatal y en su lugar el Estado reclasificaba a la población bajo 
denominaciones de clase con fines de control social y para la 
construcción de un imaginario de nación boliviana.

Se generalizaban formas de socialización y disciplinamiento con 
la extensión masiva de la escolarización y el servicio militar. Sin 
embargo, se produjo un fenómeno paradójico y que retrotrae, 
de alguna manera, a la historia colonial. La desaparición de la 
figura autoritaria de los hacendados debida a la Reforma Agraria 
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de 1953, la cual permite la reaparición gradual de gobiernos 
indirectos comunales indígenas, esta vez bajo nuevas denominaciones 
sindicales comunitarias-campesinas. En el caso de las comunidades 
libres altiplánicas, este proceso tendió posteriormente a realizarse 
bajo la figura de reconstitución del ayllu. 

En un principio, sin embargo, no era posible visibilizarlos porque 
estaban todavía encubiertos por las políticas corporativas ejercidas 
tanto desde el gobierno civil movimientista como por los posteriores 
gobiernos militares (Yashar 1999). El Pacto Militar Campesino (PMC) 
invisibilizaba ese fenómeno bajo un orden disciplinario jerárquico, 
que hacía imposible avizorar el proceso de creciente autonomía 
territorial que estaba naciendo con un carácter aún molecular. Los 
gobiernos locales campesinos aparecían como disciplinados al 
Estado a través del proceso de cooptación de líderes facilitado 
por la distribución de títulos individuales de propiedad de tierras 
de la Reforma Agraria, firmados por el presidente en persona, 
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primero bajo el MNR y desde 1964 por el gobierno militar de 
Barrientos (1964-1969).

Paralelamente, en 1952, se había dado el fenómeno temporal de 
gobiernos locales ejercidos en las zonas mineras a través de milicias 
mineras con características de poder territorial local respecto 
al gobierno ejercido desde La Paz, a través de las prefecturas 
y las subprefecturas dominadas por el MNR (Dunkerley 1984, 
Zavaleta M 1987). Ese otro poder territorializado que surgió de 
la Revolución del 52, es el del movimiento minero y que según 
Zavaleta y otros, había alcanzado el nivel de un poder dual 
en un momento determinado y quedó, sin embargo, aislado del 
movimiento campesino cuando se dio el reparto de tierras en 1953. 
Luego fue neutralizado por las milicias campesinas movilizadas por 
el MNR en nombre del anticomunismo alrededor de 1956, para 
finalmente ser aplastado por la vía militar en 1967.

En esta configuración tan peculiar de las relaciones de fuerzas 
en Bolivia, las clases dominantes no logran consolidar su dominio 
territorial salvo en forma de enclaves, aunque una nueva burguesía 
terrateniente avanza sobre buena parte de las tierras bajas del 
oriente del país. Es un delicado equilibrio el que logran mantener 
los regímenes militares, desde finales de 1960, en relación al 
campesinado andino para asegurarse su propia estabilidad al 
frente de un orden estatal inestable. El gobierno de Bánzer comete 
el error de enfrentar militarmente a los campesinos del valle de 
Cochabamba en ocasión de aplicar medidas de ajuste fiscal en 
1976 y a partir de ese hecho se resquebraja el PMC.

A la ruptura del PMC en 1979, los sindicatos campesinos comienzan 
nuevamente a ejercitar cada vez más abiertamente un rol de 
gobiernos indirectos comunales que a la vez son desconocidos 
legalmente pero interactúan con la institucionalidad del Estado 
(CSUTCB 1984, Orellana H 2004, Regalsky 2003). El bloqueo 
general de caminos decretado por la CSUTCB en 1979 significa 
el primer desafío abierto de carácter nacional a la autoridad 
territorial del Estado. El fortalecimiento de las fronteras étnicas 
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juega un papel fundamental como expresión de la politización de 
las identidades y de la diferencia cultural (Smith, 1986), donde 
la recuperación de las nociones de pueblos indígenas y naciones 
originarias es creciente. 

La politización de la diferencia cultural, no es un campo autónomo 
que en si mismo explique la reproducción de estos gobiernos 
locales ni el creciente rol que desempeñan  las redes dentro de 
las cuales se federan y que pasan a ejercer autoridad territorial 
en competencia con los órganos jurisdiccionales del Estado. La 
politización de la diferencia cultural, la etnificación, se puede 
entender por el hecho de que los gobiernos comunales –incluso 
cuando sus dirigentes estaban sometidos al PMC- ejercen 
jurisdicción efectiva sobre el acceso a la tierra y el agua bajo 
normas comunales que contradicen el código civil. Esos gobiernos 
comunales, ejercen control efectivo sobre recursos naturales que 
determinan las condiciones de existencia y de la vida cotidiana de 
las unidades productivas familiares campesinas. 

El imaginario de nación que promueve el Estado, empieza a 
ser cuestionado por el hecho de que en esas comunidades la 
política de privatización, que suponía desconocer los derechos 
comunales de acceso a los recursos naturales preexistentes, la 
elevación del principio de propiedad privada y de apropiación 
privada de los recursos a un principio absoluto, rompe con lo que 
quedaba del “pacto colonial” entre el Estado y las comunidades 
indígenas campesinas que comienzan un proceso de etnificación y 
recomposición de sus espacios de poder locales, como parte de 
movimientos que adquieren carácter nacional y de clase como es 
el caso de la CSTUCB y las federaciones campesinas afiliadas a 
la misma. En el fondo de este proceso de etnificación subyace el 
principio de control comunal de acceso a los recursos necesarios 
para la subsistencia de la comunidad (los comunes). 

Por su parte, la aplicación del ajuste estructural neoliberal desde 
1985 y su política de privatización, que suponía desconocer 
los derechos comunales de acceso a los recursos naturales 
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preexistentes, y la elevación del principio de propiedad privada, 
de apropiación privada de los recursos a un principio absoluto, 
rompe lo que quedaba del “pacto colonial” entre el Estado y 
las comunidades indígenas campesinas. Con ello, la política de 
acumulación por desposesión resquebraja aún más el control 
hegemónico que pretendía ejercer el Estado sobre la población 
campesina e indígena a título de representación de la “nación” y 
como depositario de la soberanía.

Autonomías como ruptura y reconstitución del orden estatal

Si por abajo se está produciendo ese fenómeno de autonomización 
creciente de las comunidades campesinas indígenas, por arriba, 
en las clases dominantes, se produce un desplazamiento que 
también afecta el orden estatal. Desde hace unas tres décadas se 
viene produciendo el desplazamiento del eje geopolítico nacional 
como consecuencia de la inserción de los sectores propietarios e 
intermediarios del capital en nuevas áreas productivas y extractivas. 
El actual desplazamiento se produce desde el occidente minero al 
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oriente petrolero y agroexportador. Este cambio no solamente se 
relaciona a las modificaciones en la localización geográfica de la 
burguesía y en la reconfiguración de los centros de poder político y 
económico nacional, sino que además tiene que ver con el surgimiento 
de Brasil como potencia regional sudamericana. Aunque la salida 
al Pacífico sigue siendo importante para las exportaciones mineras, 
las coordenadas exportadoras se desplazan en la actualidad 
hacia la cuenca atlántica y a un relacionamiento estrecho con la 
economía brasileña con las exportaciones de gas y soja.

Se pueden marcar algunas similitudes y diferencias del actual 
momento con referencia a un período muy similar de la historia 
nacional: la guerra federal de 1899 y el levantamiento indígena 
de Zarate Willka. El alzamiento de Zárate Willka se dio en el 
marco de una expansión civilizatoria global de Occidente de un 
alcance y velocidad que no tenía precedentes. El momento actual, 
desde fines del siglo XX, de confrontación entre los insurgentes 
indígenas por un lado y las élites cuyos intereses están entrelazados 
globalmente por el otro, por el contrario, estaría marcado por una 
relación de fuerzas en inversión. La globalización actual sería un 
punto de inflexión similar a aquel en que anteriores civilizaciones 
han comenzado su declinación (Friedman y Chase Dunn 2005). El 
proceso actual no se trata simplemente de un cambio de hegemónico, 
sino que afecta al modo de producción mismo (Martins 2007). 
Diversos desplazamientos se combinan: por un lado la lucha de 
las comunidades indígenas por preservar el control del acceso a 
los recursos que les son vitales y que deriva en etnicización; en la 
construcción de fronteras étnicas. Por otro lado, el desplazamiento 
del eje geopolítico de la burguesía boliviana hacia el oriente, 
acoplada al dominio brasilero sobre la soya y el gas. Todo ello 
combinado con el proceso de globalización, la crisis hegemónica 
del Estado-nación capitalista que pierde control de su territorio, 
deriva en que la territorialidad se vuelve un eje de lucha de las 
clases, de los sectores y de los pueblos. Rivera sostiene que “la 
violencia material y simbólica que ejercen los grupos racistas en 
Chuquisaca y Santa Cruz contra los indios (…) es la evidencia más 
clara que la territorialidad no hace sino exacerbar la violencia 



56

en los márgenes y en los intersticios del esquema étnico oficial” 
(Rivera Cusicanqui 2008:210). Sin embargo, contrariamente a su 
argumento de que ese campo en disputa debería ser ignorado, 
el surgimiento de la territorialidad, -o la re-territorialización- es 
resultado de la crisis hegemónica del capitalismo, una evidencia de 
la actual incapacidad del Estado-nación para ejercer el monopolio 
del control territorial (y por tanto de la violencia). 

Este proceso no es el fruto de algún “discurso” sino un hecho de 
la realidad, por lo que se hace inevitable la lucha contra esa 
misma violencia en su propio terreno. La realidad vigente en que 
se juegan su existencia los pueblos indígenas no es resultado de 
discursos (sean los “nuestros” o los de “otros”) guste o no, es la crisis 
objetiva que está ahí presente en su violencia.

Reformas del Estado y mercado de tierras: inclusión política 
indígena y politización de la diferencia cultural

La construcción de fronteras étnicas que tiene lugar desde abajo 
a partir de mediados de los años 1970s, primero en la forma 
de ejercicio de gobiernos comunales indirectos de facto y luego 
potenciadas por la acción ideológica encabezada desde las 
entidades matrices indígenas (CSTUCB, CIDOB) representaba un 
desafío planteado a las formas culturalmente homogeneizantes del 
Estado-nación, que Anderson denomina “una expresión alterada 
de la conciencia”, una “anomalía” y que hasta pocos años antes 
era la forma política universal que se había “naturalizado” en la 
conciencia de masas (Anderson 1993) y hoy se vuelve objeto de 
cuestionamiento.

A diferencia de las formas de gobierno por recurso a la diferencia 
cultural que fueran establecidas por los imperios coloniales 
multinacionales hasta antes del siglo XIX, el sistema de ciudadanía 
burguesa supone la igualdad de todos como individuos ante la 
ley, la existencia de una sola ley en el territorio nacional y el no 
reconocimiento de sujetos colectivos. Este proceso coincide con la 
formación del mercado mundial soportada por la red de estados 
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nación (Wallerstein 2004). La expansión civilizatoria occidental, 
como sistema de dominación y homogenización cultural, se ejerce 
como condición hegemónica gracias a su principal artefacto cultural, 
la mercancía (la que derriba murallas chinas). 

La expansión no es simple resultado de una imposición violenta, 
aunque la violencia sea parte inseparable de estos procesos de 
control hegemónico. Cuando este modo de acumulación que está 
en la base de la expansión civilizatoria de Occidente y de la 
forma Estado-nación entran en el actual proceso de declinación 
hegemónica, las posibilidades de que los sectores dominantes 
mantengan el control social y expandan el mercado mundial por 
medio del ejercicio de la violencia disminuyen a la vez que esas 
mismas formas de control hegemónico de la sociedad por la vía de 
la homogenización cultural se debilitan. El fracaso de la doctrina 
Bush así lo testifica.

La  creciente declinación hegemónica del Estado-nación y el 
espacio político que recuperan los gobiernos indirectos comunitarios 
indígenas y campesinos supone el principio del fin de aquella 
forma de gobierno cuyas herramientas fundamentales son la 
homogeneidad cultural y el monismo jurídico (Assies, Hoekema et al 
1999). (Re)aparecen los sujetos colectivos indígenas y comunitarios 
campesinos con jurisdicción propia y que reclaman su propio 
territorio. La creciente fragmentación del espacio político-cultural 
nacional genera condiciones de in-gobernabilidad (visto desde 
arriba) de los espacios locales. Los espacios locales comienzan a 
autogobernarse y establecer su propio orden. Esta situación en la 
que los de arriba ya no controlan el espacio nacional determina 
de manera fundamental los procesos que se inician en los 1970s en 
Bolivia, coincidiendo con la crisis global del modelo de acumulación 
que se inicia en esos años.

La Ley de Participación Popular (LPP) promulgada por el gobierno 
de Gonzalo Sánchez de Lozada en 1994, intentó responder a 
esa creciente etnificación, ingobernabilidad y cuestionamiento 
del Estado-nación por parte de las organizaciones indígenas y 
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campesinas. La LPP se conjuga con un conjunto de otros instrumentos 
legales destinados a desarrollar los mercados, privatizando el 
acceso a los recursos naturales y en particular promoviendo el 
mercado de tierras (Kohl 2002). Con el propósito de desmontar los 
mecanismos comunales de gobierno indirecto y de control sobre el 
acceso a la tierra, el Estado intenta resolver las superposiciones de 
las diversas jurisdicciones comunitarias con la estatal a través de 
la municipalización del espacio rural, extendiendo la jurisdicción 
municipal por encima de las comunidades rurales e indígenas. La 
LPP tiene éxito en incorporar, como parte esos agentes políticos, 
una capa bastante extensa de dirigentes campesinos indígenas a 
la administración municipal que se constituye como un espacio de 
intermediación de la esfera gubernamental con las comunidades 
en un intento de penetración de las mismas por parte del Estado 
(Blanes 2000). Sin embargo, la LPP fracasa completamente en 
desmantelar las jurisdicciones comunales y por lo tanto tampoco 
tiene éxito en servir como palanca política para desmantelar 
la jurisdicción comunal y permitir así el desarrollo del mercado 
de tierras (Regalsky 2008). Lo que acontece entonces es la 
extraordinaria crisis de 2003. Recordemos que uno de los elementos 
detonantes fue el caso Huampu, donde estaba en juego la defensa 
del fuero jurisdiccional comunitario para juzgar un robo de ganado 
en la comunidad de Cota Cota, provincia Los Andes (Gutiérrez 
2008, Lazar 2006, Patzi 2007).

De dirigente campesino a funcionario electo

El componente fundamental de las funciones jurisdiccionales de la 
comunidad andina es el control del acceso a la tierra y al agua, 
acceso que es restringido solo a quienes forman parte de la 
comunidad indígena y que supone por lo tanto una restricción a 
los derechos de propiedad privada y por tanto, a la libertad de 
acumulación privada. La movida política de la LPP, consiste en que 
por un lado reconoce la personería jurídica de las comunidades 
indígenas y campesinas, pero por el otro les desconoce a éstas las 
funciones jurisdiccionales que ejercían y ejercen de hecho sobre el 
acceso a los recursos comunales.
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Este reconocimiento de la personería jurídica comunal y también 
la implementación de políticas redistributivas a través de los 
presupuestos municipales tiene su efecto sobre las comunidades. 
La incorporación de los dirigentes medios provinciales campesinos 
e indígenas en la estructura de los gobiernos municipales y 
su subordinación a través de la utilización de los mecanismos 
redistributivos del presupuesto municipal, provocan el inicio de un 
proceso de fragmentación en la hasta entonces sólida estructura 
piramidal de las organizaciones campesinas.

Aquí es donde aparece el elemento clave de la nueva situación 
con el surgimiento del Instrumento Político “táctico-electoral” 
organizado por la CSTUCB en 1995. Inicialmente denominado ASP 
(IPSP) que luego de atravesar una crisis interna se transformaría en 
el MAS (Movimiento al Socialismo). El MAS, en este contexto,  tiene 
un gran éxito en las elecciones municipales.

Ese mismo éxito electoral supone una paradoja desde el punto 
de vista de la democracia interna de la CSUTCB y de las 
comunidades campesinas. Los dirigentes campesinos transformados 
en funcionarios públicos electos comienzan a evadir, escudados en 
las leyes que gobiernan el aparato de Estado, los mecanismos de 
democracia directa establecidos a un principio dentro del MAS 
como “brazo político de las organizaciones campesinas”. La lucha 
por la redistribución del presupuesto municipal como parte del 
proceso de participación popular abre el camino al localismo y 
al faccionalismo. Comienza una relativa desintegración de las 
llamadas entidades matrices campesinas e indígenas que tenían 
el rol de establecer cierta unidad de dichos movimientos por 
encima de las diferenciaciones étnicas y locales, sin embargo y 
paradójicamente, no significa que el Estado recupera el espacio 
rural dentro del proceso de gobernabilidad manejado por los 
partidos políticos entonces llamados “sistémicos”. La pérdida 
de poder de las mencionadas entidades matrices indígenas 
campesinas conduce por un lado a la exacerbación del localismo y 
el faccionalismo pero paralela y paradójicamente coincide con el 
surgimiento de un movimiento político campesino que rápidamente 
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adquiere envergadura nacional y arrastra sectores medios y 
urbanos hacia lo que parecería ser una salida radical a la crisis de 
Estado (Regalsky 2006). 

Según Fuentes (2007) después del 2000, “la fusión dentro del 
MAS de las corrientes indígenas, sindicalistas con las corrientes 
nacionalistas ha creado un nuevo tipo de ‘nacionalismo indígena’ 
en el que la dignidad del indígena se intenta asociar y volver 
sinónimo a la creación de una nueva dignificada Bolivia, en la 
que las naciones originarias serían vistas como las defensoras de 
los recursos naturales y la soberanía del país”.  En realidad el 
instrumento político que la CSUTCB organiza en marzo de 1995 
se había propuesto como un instrumento de lucha de los pueblos 
índígenas por la recuperación de la tierra y el territorio, contra 
el Estado colonial representado en el “Estado-nación”. Era una 
propuesta para la recuperación de la soberanía del pueblo, 
arrebatada por el Estado criollo colonial. Paradójicamente, como el 
mismo Fuentes señala, se transformó en un instrumento de defensa 
de la soberanía del Estado-nación, lo cual debe interpretarse en el 
sentido de una relegitimación de las instituciones del Estado criollo 
colonial que ya habian sido deslegitimadas, incluso derrotadas, 
por la semi insurrección de 2003.

Que el MAS expanda su “copamiento” del aparato administrativo 
del Estado, primero gradualmente en la escala municipal y luego 
rápidamente en el nivel central, no se explica solamente porque sea 
la expresión de movimientos campesinos que están en un momento 
favorable de movilización social. El otro lado de la ecuación esta 
dado por la crisis profunda de la coalición social dominante que 
controla el Estado como su aparato de dominación hegemónica. 
Los de arriba se mostraban impotentes para seguir gobernando, 
incapaces de presentar una alternativa política creíble para la clase 
media, en tanto los de abajo estaban cada vez menos dispuestos a 
seguir dejándose gobernar por ese aparato que había entrado en 
una crisis de credibilidad y gobernabilidad. En ese marco, el MAS 
se presenta como un puente, un inesperado mediador que permite 
restaurar la credibilidad del Estado colonial. Goodale (2006:635) 
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supone que ésta es una segunda revolución que representa un 
“cosmopolitismo radicalmente híbrido (…) una visión política que 
transita ambigüamente la línea entre las formas de conciencia 
política basadas en la vida de las masas (… )aquellas comunidades 
políticas pre-existentes [como el Estado-nación]” (1998:32).

Detrás de la disparidad de vocabulario, tanto en Rivera como 
en Goodale se puede descubrir una preocupación por mostrar lo 
indígena como un proyecto que no es opuesto a la modernidad 
occidental sino que más bien está desestabilizando los significados 
de esa modernidad. Esos autores, en su preocupación por tratar 
de mostrar una comprensión de lo indígena no esencialista, pierden 
de vista el proceso real en el que lo indígena se perfila como 
politización de la diferencia y que busca cuestionar lo que es 
el núcleo histórico mismo de la modernidad occidental. La lucha 
indígena es una lucha contra la modernidad en tanto lucha contra 
la exacerbación de las formas de apropiación privada de los 
recursos sociales, contra la acumulación privada concebida como 
el pilar fundamental de la sociedad moderna, contra las formas 
sesgadas de construcción del individuo a través de la destrucción de 
la comunidad. Lo indígena plantea una nueva forma de politización, 
puesto que es el polo opuesto a esa moderna masa indiferenciada 
y homogénea de individuos perfectamente reflejada en la figura 
bíblica del rebaño de ovejas, y entendida como la destrucción de 
los sujetos colectivos no en su calidad de identidades abstractas o 
“comunidades imaginadas” sino como sujetos y agentes históricos 
que controlan un hábitat concreto.

Este momento de modernidad occidental capitalista en decadencia, 
es lo que la gente experimenta como una amenaza inmediata a 
sus vidas y es lo que ha motivado la extraordinaria respuesta 
popular desde la Guerra del Agua en defensa de los recursos 
y los derechos básicos para la existencia, como es el derecho al 
agua amenazado por dicha modernidad capitalista. La amenaza 
a la vida que genera la modernidad capitalista es resultado de 
esa misma crisis como sistema civilizatorio.
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La crisis de gobernabilidad

El éxito logrado por la coalición urbano-rural que se opuso a la 
privatización del agua en Cochabamba y que se expresa a través 
de la entonces muy popular Coordinadora del Agua ha provocado 
una crisis de confianza en la viabilidad del programa neoliberal 
como fundamento programático de los pactos interpartidarios. Se 
rompe entonces el bloque (democracia pactada) hasta entonces sin 
fisuras que había permitido el desempeño eficaz de esos pactos. El 
hecho de que las clases propietarias medias empiezan a desertar 
de ese programa de modernización y el creciente repudio a las 
prácticas corruptas de las élites políticas carcomen entonces la 
viabilidad hegemónica de estas últimas en la conducción de la 
coalición social que ejerce el control del Estado.

Una vez lograda la primera victoria de los movimientos sociales en 
la Guerra del Agua en el año 2000, las demandas sociales se elevan 
inmediatamente a la cuestión de la reconfiguración territorial del 
Estado con la exigencia de una Asamblea Constituyente soberana 
y fundacional. 

¿Las demandas de quiénes? No de una multitud o de una masa 
indiferenciada de individuos como contraparte de un Estado 
soberano, sino la demanda de sujetos colectivos existentes, con 
personalidad propia que ejercitan soberanía y jurisdicción efectiva 
y actual sobre sus espacios vitales.  Los espacios de su vida 
cotidiana, sean reconocidos o no por el Estado. Son esos sujetos 
colectivos existentes los que plantean la cuestión de quién controla 
el acceso a los recursos y a los territorios: ¿el Estado o el pueblo? 

Este es un planteo político que ya se avizoraba en las demandas 
de reconocimiento territorial que aparecen en la marcha de los 
pueblos indígenas de tierras bajas que salen del Beni y llegan a 
La Paz en septiembre de 1990 y logran la promulgación  de los 
decretos de reconocimiento territorial.
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Rivera supone erróneamente que, en el planteo que hizo el Pacto 
de Unidad a la Constituyente, se trataba de dibujar un mapa con 
“esas treinta y seis etnias territorializadas y circunscritas, como 
estancadas en un pasado premercantil remoto [que] conduce a 
negarles  su condición de coetáneas, su condición de sujetos, actores 
y partícipes en las demandas y desafíos de la modernidad” (Rivera, 
2008:213). 

La propuesta indígena campesina (PACTO-de-UNIDAD 2006) por 
el contrario, es una política de reconfiguración del país planteada 
como “refundación del Estado” a través de una Asamblea 
Constituyente Soberana. Esta demanda les permitiría a las 
comunidades y pueblos andinos y amazónicos ejercer una jurisdicción 
en expansión y no circunscrita, ejercitando una normativa propia 
para salvaguardar sus espacios vitales a la vez que restringiendo 
y confrontando el poder de las multinacionales forestales, mineras 
y petroleras, además de los aliados terratenientes ganaderos, que 
explotan sus recursos y destruyen sus territorios2. Una política de 
reconfiguración del territorio que, además, está dirigida a convocar 
a las poblaciones urbanas a ejercer dominio sobre su propio hábitat 
en el mismo estilo que lo hizo El Alto en 2003 (Mamani R 2005).

Con estos antecedentes es lógico que las elecciones de junio de 
2002 hayan sido cuestionadas por la Cuarta Marcha Indígena 
que caminó hasta La Paz desde Santa Cruz, demandando la 
convocatoria inmediata de una Asamblea Constituyente (Romero B 
2005). El MAS tuvo un rédito alto en esas elecciones, pese a que 
se opuso tenazmente a la demanda indígena de postergar las 
elecciones y convocar a la Constituyente (y quizás por esa misma 
razón, ya que esto le permitió adquirir credenciales de partido 
sistémico). 

2 Normativa propia ejercitada en jurisdicción autónoma por autoridad indígena supone un 
pluralismo jurídico radical, que de hecho supone el fin del proyecto de un Estado-nación.
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Un Parlamento remozado por el ingreso de unos 30 representantes 
indígenas dio la vuelta al mundo en los noticiosos, pero ese cambio 
no resolvió la crisis del sistema político. Febrero de 2003 fue testigo 
de enfrentamientos armados entre la policía y el ejército en la 
misma plaza de gobierno a consecuencia del intento de imponer 
nuevos impuestos.

Las sublevaciones urbanas y rurales en octubre de ese año dejaron la 
partidocracia y su credibilidad destruida, obligando al presidente 
artífice de las reformas estructurales a emprender la fuga.

Amenazados de colapso total por los movimientos sociales que 
tienen lugar entre mayo y junio de 2005, los partidos establecidos 
se vieron obligados a aprobar un proyecto de convocatoria 
inmediata a una Asamblea Constituyente que hubiera reconocido 
formas de elección que salían del marco de “un ciudadano, un 
voto” dando lugar al reconocimiento de los pueblos indígenas como 
sujeto colectivo. 

Sin embargo, esa eventualidad fue salvada gracias a que el 
líder del MAS, –a instancias de la jerarquía de la Iglesia- exigió 
convocatoria adelantada a elecciones con lo que, en los hechos, 
logró renovar el mandato y legitimidad del sistema político 
constituído (Regalsky 2006).

Superada la crisis revolucionaria de mayo-junio de 2005 con 
las elecciones presidenciales y aplazada la convocatoria de la 
Asamblea Constituyente, a partir del aplastante triunfo del MAS 
en diciembre de 2005 se abre un extraño escenario: por un lado 
quienes surgen como partido político a partir de los movimientos 
indígenas y campesinos y son elevados al gobierno con el mandato 
de transformar el Estado interpretan ese mandato en el sentido de 
un fortalecimiento institucional dentro de la ley, es decir, dentro del 
marco vigente del Estado-nación y sus poderes constituídos (Seleme 
2006). Por otro lado la derecha tradicional desplazada del control 
del gobierno, en cambio, interpreta el ascenso al gobierno del MAS 
como el preludio de una transformación radical de la configuración 
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política del país y se lanza al atrincheramiento de sus posiciones en 
la llamada Media Luna formada por los departamentos de Santa 
Cruz, Beni, Pando y Tarija. 

La burguesía entendía el ascenso de Evo Morales al gobierno y, 
sobre todo, la convocatoria de la Asamblea Constituyente, como 
una amenaza a su propiedad sobre las tierras productivas. Según 
datos del INRA (Balderrama 2002), los sucesivos gobiernos desde 
1956 entregaron el 89% de las tierras dotadas por la Reforma 
Agraria a los nuevos latifundistas. La propiedad sobre la tierra e 
incluso la propiedad en general es el tema que pasa a dominar la 
agenda política desde las sublevaciones de 2003. El gobierno de  
Morales hace un enorme esfuerzo para demostrar que garantiza 
la propiedad privada, a la vez que trata de evitar perder su base 
social de sustentación. Sin embargo, se establece en los sectores 
medios y altos el entendimiento de que se abría una amenaza 
a la propiedad privada en general. El tema de la propiedad 
es el que está implícito en la cuestión de la “nacionalización” 
de los hidrocarburos. Las medidas que toma el gobierno de Evo 
Morales sirven para aumentar la participación del Estado en el 
negocio petrolero pero respetan la propiedad de las empresas 
transnacionales.

Es necesario aquí hacer un rápido recuento de los últimos hechos 
que precedieron a la aprobación del texto de la Constitución que 
será puesta a consideración de referéndum el 25 de enero de 
2008.

Los sucesos de enero de 2007 en Cochabamba marcan un punto 
de inflexión en la dinámica de la situación nacional. Los sectores 
de clase media urbana se arman para rechazar la “invasión” 
campesina a la ciudad, una reacción defensiva y territorializada 
que no solo en términos de un claro racismo, sino que ese racismo 
encubría el temor de la clase media ante lo que entendía era una 
potencial amenaza a sus casas y a sus pertenencias.
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La situación que se abre a partir de los sucesos de enero de 2007 
en Cochabamba, acentúan una tendencia por parte del gobierno 
del MAS que ya se hacía evidente desde la dictación de la Ley 
de convocatoria a la Asamblea Constituyente (LCAC). En dicha ley 
se establece que la única forma de representación a ser elegida 
para la misma es por la vía de los partidos políticos (y otras formas 
similares) con personería nacional, desconociendo así el reclamo 
de las organizaciones indígenas de tener su propia representación 
como sujetos colectivos (y muchas de ellas con presencia solo 
regional).

Se reafirma a través de la LCAC el principio de ciudadanía 
presente en la constitución liberal vigente, un ciudadano un voto, 
en contra del reconocimiento de la representación directa de los 
sujetos colectivos reclamada por el Pacto de Unidad aceptada por 
el anterior Parlamento. 

La representación orgánica indígena y campesina en la 
Constituyente tuvo que canalizarse por la vía partidaria del 
MAS y quedó reducida a no más de una docena, sin embargo el 
MAS no logró aún el control sobre el Pacto de Unidad. Pese a su 
situación minoritaria en la Asamblea, las organizaciones indígenas 
y campesinas representadas en el Pacto de Unidad presentan la 
única opción de texto constituyente frente a los textos preparados 
desde los partidos de la derecha, y logran que ese texto se 
constituya en la base de discusión en la mayoría de las comisiones 
de trabajo. 

Una serie de declaraciones desafortunadas del gobierno crean un 
ambiente conflictivo en la ciudad de Sucre. Los sucrenses reclaman 
volver a ser la sede de gobierno, en su calidad de capital 
constitucional de la república. Recordemos que la sede de gobierno 
fue trasladada a La Paz tras el triunfo liberal en la guerra civil de 
1899. El gobierno de Morales deja que el conflicto se extienda, 
de tal manera que las deliberaciones de la Constituyente se hacen 
imposibles. En esa situación, bajo el auspicio del vicepresidente 
García Linera, se conforma una comisión interpartidaria en La Paz 
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que elabora un texto constitucional pactado y divergente respecto 
al que se discutía en Sucre (Natanson 2007). Pese a la presencia 
de los partidos de derecha en esa comisión, los prefectos y comités 
cívicos representados en el CONALDE desconocen la negociación. 
Otro tanto hacen las organizaciones indígenas. Esto no deja otra 
salida que la aprobación del texto constitucional conocido como “el 
de Oruro”, aprobado en esa ciudad el 9 de diciembre de 2007, 
sobre la base de las propuestas del Pacto de Unidad.

El conflicto se radicaliza y extiende hasta octubre de 2008 en que 
la presión brasileña y de los países de UNASUR, obliga a ambas 
partes a conciliar un texto negociado, en el que, como señalamos 
al principio de este artículo, se garantizan mayores facultades y 
competencias a las autonomías departamentales a la vez que se 
establecen mayores garantías a la propiedad.

Este desenlace que de alguna manera ha consolidado la posición 
del gobierno de Evo Morales, y resulta en la desarticulación del 
CONALDE también deja otro subproducto importante. El Pacto de 
Unidad ha desaparecido, víctima del proceso de cooptación de 
la mayoría de sus dirigentes por el partido gobernante. Lo que 
se inicia como una demanda de reconfiguración del Estado, con 
el fin de lograr el reconocimiento de las autonomías comunitarias 
indígenas para asegurar el control de sus propios espacios vitales, 
termina en la subordinación de las organizaciones nacionales 
representativas de esas comunidades ante el Estado, encubierta 
bajo el discurso de “copamiento del Estado”. 

El actual contexto de globalización y declinación civilizatoria 
establece un cambio notable respecto a la situación existente 
en la década de 1950 bajo el gobierno del MNR y de allí que 
las posibilidades para construir un “bloque de clases” entre los 
poderosos y los humildes que sea sostenible como base del actual 
gobierno son mínimas. 
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La actual es seguramente una situación de transición. La lucha 
por una Constituyente Soberana y Fundacional que transforme y 
democratice la propiedad y el control y acceso a los recursos es 
una tarea pendiente que sigue abierta.
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Autonomías Indígenas y Devolución de Soberanías

Buenas tardes compañeros y compañeras, hermanos y hermanas. 
Se han tocado varios temas importantes y voy a tratar de 
no redundar en ello, voy a referirme específicamente a dos 
elementos que definen el proceso que está en el fondo de estas 
transformaciones por las que estamos atravesando. Son cambios 
no solo de la norma que nos cobija, que nos regula, no solamente 
de las instituciones; estamos atravesando una transformación de 
fondo en la organización política y no solo del país, sino que este 
es un proceso también global.

Estos dos elementos a las que me refiero son el tema de la soberanía 
y el tema de los derechos colectivos. El tema de la soberanía tal 
como lo hemos aprendido siempre en la escuela ha sido asociado 
al de la soberanía del Estado, al hecho de que el poder es 
delegado y ejercido por el Estado a nombre del pueblo y esto,  en 
el contexto de la lucha de los pueblos indígenas, es lo que ha sido 
cuestionado en el sentido de la ilegitimidad de esta estructura de 
representación política a través de los partidos políticos. La forma 
a través de la cual se organiza el Estado boliviano es lo que se 
cuestiona y no solo en Bolivia sino que es la forma generalizada en 
la cual se organizan los estados a nivel global.

Ese es el punto clave que han puesto en cuestión los pueblos 
indígenas desde el momento en que empiezan a reclamar su 
derecho al territorio.  

En la práctica el derecho al territorio no solamente significa el 
derecho de acceso a los recursos, el plantarse frente a los procesos 
privatizadores, a la transformación neoliberal del Estado y a la 
intromisión creciente de las multinacionales dentro de sus espacios 
vitales para rematarle los recursos que son justamente necesarios y 
vital para la existencia de esos pueblos. No solamente se refiere el 
acceso a los recursos, se refiere al tema de cómo se ejerce dentro 
de una forma culturalmente definida de vida, el uso de los recursos 
que son necesarios para sostener la vida. 
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La autoridad territorial no solo se refiere a los recursos naturales 
que contiene ese territorio, se representa a la sociedad, al grupo 
humano que ocupa ese territorio.  Estamos diciendo que los pueblos 
indígenas en forma creciente en este periodo empiezan a reclamar 
por la ilegitimidad del Estado-nación para representarlos y ejercer 
poder en nombre de ellos. Eso fue claro en todas las manifestaciones 
que hicieron los pueblos indígenas que fueron creciendo desde los 
años 70.

De manera que lo que plantean en verdad los pueblos indígenas no 
es simplemente la devolución de su territorio sino es la transformación 
del concepto soberanía, lo que plantean en otras palabras es la 
devolución de la soberanía a los pueblos, lo que no es ni más ni 
menos que la puesta en vigencia  del principio democrático más 
general que se supone está establecido por la humanidad en los 
siglos XVIII y XIX. Y todos presumimos que la democracia supone el 
ejercicio de la soberanía por el pueblo.

Desde el principio del siglo XIX, la burguesía, que es la que en 
verdad controla el funcionamiento de los partidos políticos, se 
arroga el ejercicio de la soberanía de forma que ésta queda 
concentrada en el Estado capitalista. En la actualidad podemos 
decir entonces que los pueblos indígenas en realidad no son más que 
el sector más avanzado que está peleando por la transformación 
del Estado, por la transformación democrática; por la devolución 
de soberanía. 

Efectivamente la nueva Constitución, ha dado un salto enorme en ese 
sentido, porque en primer lugar reconoce la libre determinación de los 
pueblos, si bien dicha libre determinación está restringida a los pueblos 
indígenas preexistentes a la colonia, sin embargo, ese principio democrático 
establecido en la CPE es un avance que sirve de precedente para todos 
los pueblos de Latinoamérica.

El segundo principio que establece esta Constitución, es el ejercicio de 
formas directas de gobierno, no necesariamente por delegación de la 
representación política, sino por ejercicio directo de soberanía popular. 
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El artículo 7° define la existencia de dos formas de ejercicio de 
soberanía: directa y delegada a la cual ya se han referido varios 
y esto tiene relación con el segundo tema fundamental, que es el 
reconocimiento de los derechos colectivos en esta nueva Constitución.

¿Y por qué derechos colectivos? Justamente porque hasta que el 
Estado-nación empieza a entrar en crisis, en declinación después 
de los años 70 y aquí en Bolivia en crisis total a partir del 2003, 
ese Estado-nación, se reconoce, se autodefine como única persona 
colectiva en existencia, no reconoce la existencia de ninguna otra 
persona colectiva que no sea el Estado, todos los demás somos 
reconocidos sólo en carácter de individuos y de allí la insistencia 
en que la función del Estado es, entre comillas, la protección de los 
derechos individuales.

Esos derechos individuales fundamentales son aquellos en los cuales 
se basa el ejercicio del poder de la burguesía:

• El derecho a la propiedad privada.

• El derecho a la acumulación del producto social en manos 
privadas.

• El derecho a la explotación del trabajo ajeno, en su carácter de 
mercancía que se compra y vende libremente en el mercado.

Esos son los tres derechos individuales más importantes en las cuales 
se basa la actual organización del Estado. A estos agregaremos 
un cuarto derecho que es el que caracteriza al neoliberalismo y es 
que todo, incluso los principios y fundamentos de la vida no sólo 
se pueden transformar en mercancía sino que se pueden registrar 
derechos de propiedad privada exclusivos sobre cualquier 
elemento que sea parte de la vida no solo humana, sino de la vida 
del planeta en general.

Son justamente esos derechos individuales a los cuales los pueblos 
indígenas buscan restringir -digo, al menos restringir- a través del 
ejercicio de los derechos colectivos. 
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Esto lo ha mencionado el compañero Melecio García,  Ejecutivo de 
la Central Regional Sindical Unica de Campesinos de Raqaypampa, 
cuando dice “nosotros basamos el ejercicio de nuestra soberanía 
como pueblo indígena de Raqaypampa y nuestro autogobierno 
en el hecho de que tenemos ya un territorio que es propiedad 
colectiva del pueblo de Raqaypampa”.

Justamente porque manejan los recursos naturales colectivamente 
a través de sus propias normas comunales, es que los individuos 
que quieren aprovecharse del vecino para acumular a costa de los 
demás, tienen muy pocas posibilidades de generar acumulación y 
riqueza en pocas manos. En esto, insisto, es en esto que consiste la 
llamada “justicia comunitaria” que en la CPE es designada como 
jurisdicción indígena, originaria campesina. Esta jurisdicción es la 
que pone en cuestión los principios fundamentales de las reformas 
neoliberales y el capitalismo salvaje.

Entonces, yo pondría el acento en que estos dos elementos:

a)	 El principio de devolución de soberanía al pueblo que han 
reclamando los pueblos indígenas en forma de devolución 
del territorio para el ejercicio de autogobierno, y

b) El reconocimiento de los derechos colectivos en el sentido de 
reconocer que existen otros sujetos colectivos que no son el 
Estado.  

El Estado es, una simple aunque poderosa parte de la sociedad. 
Estos estados han sido organizados todos sabemos como repúblicas 
que lo primero que hicieron fue eliminar la personería jurídica 
de las comunidades y naciones originarias. Más todavía, se 
organizaron basándose en fronteras artificiales que sirvieron para 
dividir a las naciones indígenas tratando así por todos los medios 
de desintegrarlas. No hay por qué reconocer a esos estados como 
único sujeto colectivo, como única persona colectiva, y es así que 
los pueblos indígenas exigen su reconocimiento como persona 
colectiva, y reclaman que sus autonomías indígenas estén en pie de 
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igualdad con las instancias de división administrativa del estado, 
tales como los departamentos.

Esta fue la base de su demanda para que esta Asamblea 
Constituyente fuera fundacional. ¿Por qué fundacional? Porque en 
esta Asamblea se tenía que reconocer que no solo existen como 
sujeto histórico los criollos descendientes de españoles que fueron los 
que fundaron la república, sino que existen los pueblos originarios 
indígenas que se proponen como la contraparte de los criollos, a los 
que no van a excluir como criollos o como mestizos. Exigen refundar 
el país en un acuerdo societario donde participan los indígenas, 
los criollos, los mestizos o “interculturales”, como alguno los llama, 
como otras tantas entidades con representación colectiva. Esa es la 
base para entender el significado del Estado plurinacional.

Hay que entender el Estado plurinacional en este sentido, no como 
un parlamento donde hay representantes de distinto origen étnico, 
de aquí o de allá y que personifican la diversidad cultural. No 
como un gabinete de ministros donde participan algunos delegados 
indígenas. No se trata de eso. El Estado plurinacional tal como fue 
demandado por los pueblos indígenas significa reconocimiento de 
que hay varias naciones, que el Estado reconoce la personería de 
esas naciones y el derecho de autogobernarse de esas naciones 
que se irán autodeterminando dentro de un proceso.

Hay críticas a esa propuesta, y mencionaré las críticas de una 
persona muy conocida como Silvia Rivera, que dice en un artículo 
escrito últimamente, que esa demanda de hacer un mapa de 36 
naciones, es como relegar los pueblos indígenas a un pasado y que 
desconoce la participación de los indígenas en la modernidad, es 
decir, en el capitalismo. Justamente no se trata de hacer un mapa 
de 36 naciones desde una instancia del Estado, ni siquiera desde 
la instancia de la Asamblea Constituyente. Lo que se trata de es de 
abrir la llave a la libre determinación, a la demanda territorial y 
al autogobierno, al libre ejercicio directo de la soberanía popular. 
¿Por qué se oponen a esa demanda de ejercicio directo de la 
soberanía? Porque esos sectores, incluso algunos sectores indígenas, 
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pretenden construir un nacionalismo de otro cariz, pero nacionalismo 
al fin, para participar de mejor manera en el desarrollo capitalista, 
es decir, en la modernidad.

Este debate llevará tiempo, inclusive puede llevar décadas, 
no se resolverá solamente con la Ley Marco de Autonomías y 
Descentralización (LMAD). Si pensáramos que se resolverá con una 
simple ley estaríamos fritos. La idea es que esta nueva CPE permita 
iniciar un proceso de libre determinación, un proceso que será 
paulatino y lleno de obstáculos. Lo que sucede ahora parece ser 
todo lo contrario, donde lo que se pretendería desde el gobierno 
es una reconstrucción del Estado-nación que concentre y ejerza 
la soberanía delegada del pueblo, sin permitir que el pueblo 
intervenga de forma directa en su autogobierno.



81

EPÍLOGO

Efectivamente, la lucha indígena y popular por la transformación 
y democratización de la propiedad y del control y acceso a los 
recursos naturales continúa abierta. Ella atraviesa un momento 
ya no de un estallido de movilización manifiesta y con propia 
iniciativa, sino de una coyuntura en la cual una oleada ha llegado 
a su límite, sembrando a su paso conquistas, avances, verdaderos 
saldos históricos más allá de que estos se hayan plasmado o no en 
la nueva Constitución Política del Estado (CPE) y sus formalidades 
venideras. 

Desde acontecimientos primero aislados, como la fatal experiencia 
de las comunidades y trabajadores mineros de Capacirca y 
Amayapampa frente a la transnacional Vista Gold Corporation1 o 
las jornadas del sindicato minero de Huanuni que lograron expulsar 
a la transnacional Allied Dels2, luego más agregados y continuos, 
desde la guerra del agua, la Marcha Indígena por la Asamblea 
Constituyente, la guerra del gas, las jornadas mayo y junio de 
2005, la perseverancia del Pacto de Unidad durante la Asamblea 
Constituyente, la misma llegada de Evo Morales a la presidencia3, 
abrió paso a un proceso que acuñó renovados programas para la 
acción, articulados desde las demandas más sentidas del pueblo, 
y permitió acumular una experiencia concreta de lucha; la misma 
que en locaciones más duras y hegemónicas del poder impulsó a 
que los subalternos trastocaran posiciones, parándose en frente sin 
retroceder. Sino recordemos, durante el año 2008, a los vecinos del 
Plan 3000 en la ciudad de Santa Cruz o al mercado campesino 
de Tarija.

1	 La cual culminó en la llamada “Masacre de Navidad” (diciembre 1996).
2	 Que terminó arrancándole al gobierno de turno la Ley 2400 (julio 2002), que dicta el 

retorno de la mina más grande de estaño del país vuelva a manos del Estado y establece 
la posibilidad de recuperar otros yacimientos entregados a las transnacionales.

3	 En tanto fuerza y expresión de la movilización social.
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Y, en este preciso instante, están las comunidades indígenas 
originarias de Jacha Suyu Paqajaki, CPILAP, FRUTCAS, APG y 
algunas otras,  que exigen al gobierno y a las transnacionales 
el cumplimiento del derecho a la consulta previa y obligatoria, 
el control social y/o las medidas socio-ambientales necesarias 
ante actividades extractivas instaladas en sus territorios; derechos 
incorporados en la nueva CPE a favor de los pueblos indígenas 
originarios campesinos, pero a punto de ser recortados por 
el gobierno, el cual al mismo tiempo se empeña por afirmarse 
indígena y desde esa, su moral, abanderar una lucha global por 
los derechos de la Madre Tierra. 

Enfrentadas a esta situación, dichas comunidades reafirman que el 
asunto de las reivindicaciones indígenas pasa el “control comunal 
sobre el acceso a los recursos naturales, para la subsistencia de las 
comunidades”; ponen en primer plano que el derecho a la diferencia 
demandado por los pueblos indígenas no se remata precisamente 
con poner en acto discursos míticos ni ancestrales atuendos para 
cautivar (y espantar) la mirada de propios y extraños, sino en la 
efectiva recuperación, aquí y ahora, del ejercicio de la soberanía 
popular sobre los medios que nos garantizan la vida. 

Desde esta perspectiva, como hace notar Pablo Regalsky, los 
pueblos indígenas en última instancia no están planteando un 
particularismo, una concesión especial, sino la puesta en vigencia 
del principio democrático más general que quedó establecido 
por la humanidad desde los siglos XVIII y XIX, vale decir, que la 
democracia es el ejercicio de la soberanía del pueblo.

Los editores






